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Prólogo 

 

La revista del Observatorio Legislativo Argentino (OLEGISAR) toma y ordena las 

publicaciones realizadas de manera digital. Esta es la primera, que consiste en una selección 

del año 2020, de lo que será una serie anualizada. 

Esperamos que sea útil y entretenido para quien lee, así como lo es para nosotros 

organizar este proyecto, investigar, debatir y proponer. 

 

Tomás Brusco 
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A lo lejos y a lo largo: abogados y oficinas  

Por Tomás Brusco 

En la época de internet, ¿para qué sirven las oficinas públicas de abogados? Quizá en la 

época de las telecomunicaciones debamos replantearnos la utilidad y la necesidad de tener en 

horario fijo a trabajadores del derecho forzados a concurrir a una oficina con propósitos de difícil 

elucidación, más allá del cumplimiento de deberes jurídicos específicos. 

En la administración pública, algunas oficinas jurídicas sirven de atención al público, para 

ayudar a los ciudadanos. No obstante, estas no son la mayoría (pocas son de fácil acceso 

público), y en las pocas disponibles los abogados no están preparados para contestar lo que el 

ciudadano demanda, en general, porque no son sus abogados particulares, sino que hablan 

como funcionarios o como empleados públicos que defienden a una persona, o como 

contratados, pero no como profesionales de la atención al público. Los abogados de la 

administración no son una defensoría. Para eso están las defensorías. 

¿Para qué sirven las oficinas de abogados? ¿Para que se conozcan entre ellos? ¿No sería 

mejor realizar reuniones sociales por un lado y las reuniones virtuales de trabajo por otro? Si de 

cualquier forma el abogado va a ir a una oficina a cumplir con un trabajo frente a una 

computadora, probablemente más deficiente que la que tiene en su hogar, ya que el Estado 

argentino no es fanático de gastar dinero en mejores computadoras, teclados, mouse(s), entre 

otros, para sus abogados, ni debería. 

Además, deben considerarse los efectos ecológicos, económicos y sanitarios de que 

cientos de abogados de municipios, provincias y organismos nacionales no deban trasladarse a 

diario en transporte público o privado, con mejor disponibilidad para realizar una tarea que 

pueden realizar en su casa. 

Sobre el «control laboral», si pensamos que los mismos administradores deben 

controlarse a sí mismos, esto debería ser argumento suficiente para saber que el control puede 

realizarse también a distancia. Los abogados tienen obligaciones de medios claramente 

verificables a través de expedientes judiciales. El problema llegaría con los expedientes no 

digitalizados de la administración, que es una gran deuda pendiente de la democracia, ya que 

dificulta la transparencia de las instituciones. 

Mención aparte merecen los abogados independientes. Es decir, los abogados privados. 

Sobre ellos el sitio Legal Cheek afirma que el 60% no quiere volver a una oficina post cuarentena, 

y que el trabajo a distancia le ha resultado beneficioso. 



OLEGISAR - Revista Nro. 1 - ISSN 3008-8577 

5 

Entonces, cuando volvamos a las oficinas, ¿deberíamos volver a las oficinas? ¿O cómo? 

Esta oportunidad para abrir espacio al debate sobre el funcionamiento habitual de las 

instituciones jurídicas no debería ser desaprovechada. 

El trabajo y sus tres «D»  

Por Bautista Orol 

El día sábado 16 de mayo, en el marco de la pandemia declarada como tal por la OMS el 

11 de marzo de este año, personalidades académicas firmaron un documento en el que se trata 

la imperiosa necesidad de democratizar el funcionamiento de las empresas y desmercantilizar 

el trabajo tomando las enseñanzas que nos deja esta crisis mundial donde todo lo que parecía 

estático y definitivo se vuelve incierto y ambiguo. De este modo, lo que nos muestra esta 

coyuntura es que los trabajadores y las trabajadoras no pueden ser reducidos a meros recursos 

económicos dependientes de los vaivenes del mercado, sino que son sujetos que invierten su 

salud, su tiempo, su vida, y por lo tanto deben ser protegidos de estos cambios teniendo en 

cuenta tres puntos que señalan estas destacadas personalidades: 

Democratización: como se señala en el documento, los trabajadores y las trabajadoras 

no son meros sujetos pertenecientes a las empresas, sino su parte constitutiva. Sin embargo, la 

participación que tienen en las decisiones empresariales es limitada o casi nula, estando la 

mayoría o su totalidad a cargo de quienes aportan el capital económico. Cabe aclarar que esto 

no quiere decir dejar de lado de la toma de decisiones al capital que invierte en ella, sino que 

se trata de democratizar las decisiones y de generar canales de participación horizontal y plural 

entre todas las personas que componen la empresa. 

Desmercantilización: los puntos que aquí destacan son que, por un lado, el trabajo no 

debe reducirse a una mera mercancía y, por otro, que las decisiones colectivas, sobre todo 

dentro de esta crisis, no deben ser definidas por el mercado, que por naturaleza tiene altibajos. 

Es por esto que señalan que la creación de puestos laborales o el abastecimiento de material y 

equipos de emergencia llevan años sometidos a la lógica de la rentabilidad, y esta crisis no hace 

más que visibilizar y agudizar este mecanismo. En nuestro país numerosas normas, entre ellas 

la Constitución Nacional en su artículo 14 bis, consagran el derecho al trabajo, así como también 

lo hace el inciso 1 del artículo 23 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 

abarcándose en este último a gran cantidad de países parte. En este sentido, el instrumento 

jurídico que proponen en este manifiesto es una Garantía de Empleo que cumple el rol de 

garantizar y ofrecer a cada ciudadana y ciudadano la posibilidad de gozar de un empleo 

asegurando un futuro digno a cada persona. 
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Descontaminación: en este apartado, haciendo especial énfasis en el cuidado del 

medioambiente, señalan que las empresas mejor preparadas para impulsar una transición 

ecológica serán las que cuenten con gobiernos democráticos; aquellas en las que tanto 

inversoras de capital como de trabajo puedan hacer oír su voz y decidir de común acuerdo las 

estrategias a poner en práctica. Para sustentar lo anterior, traen a colación un estudio del 2011 

de los ingenieros Cullen, Allwood y Borgstein de la Universidad de Cambridge, que han 

demostrado que si se establecieran “modificaciones realizables en los procesos productivos”, 

podría ahorrarse un 73% del consumo mundial de energía. 

A modo de conclusión, lo trascendente de este documento firmado por numerosas 

personalidades del mundo académico, es el entrecruzamiento y la interrelación entre el capital 

productivo, los procesos democráticos en la toma de decisiones empresariales, la 

desmercantilización del trabajo y su respectivo desemboque en la descontaminación planetaria. 

De esta manera podríamos ver asegurados dos derechos constitucionales fundamentales para 

el ser humano: el derecho al trabajo, consagrado en el artículo 14 bis y el derecho a un ambiente 

sano, consagrado en el artículo 41 de nuestro texto constitucional. 

El amparo de igualdad  

Por Tomás Brusco 

Como es de general conocimiento, hoy la Argentina atraviesa un momento de crisis 

sanitaria dada por el contexto mundial en el cual el COVID-19 provocó que el Gobierno ejecutivo 

argentino tomara medidas particulares[1]. Estas se manifestaron principalmente en forma 

jurídica de decreto. Las medidas incluyen la extensión de la emergencia sanitaria (DNU 

260/2020)[2] y, más notoriamente, el decreto de necesidad y urgencia modificatorio de este 

último que impuso la prohibición de circulación o cuarentena para toda la población civil, 

excepto médicos, proveedores de alimentos y periodistas, entre otros pocos (DNU 

297/2020)[3]. Otro decreto (287/2020) también permitió la alteración del régimen de 

contratos administrativos[4], modificando el primer DNU. Luego, se extendió el plazo de la 

cuarentena (Decreto 325/2020)[5]. 

A su vez, la suspensión parcial de la actividad económica argentina aparejó un conflicto 

económico: corte de cadenas de pagos, dificultades para el cobro por bancos, despidos, falta 

de ingresos en la economía precarizada, freno de la actividad laboral presencial, etc.[6]. A esto, 

el PEN respondió con un decreto prohibiendo los despidos por dos meses (Decreto 

329/2020)[7]. En este contexto, con miradas diversas, se ha creado un contexto desfavorable 

https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn1
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn2
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn3
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn4
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn5
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn6
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn7
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para grupos vulnerables; dos de ellos: las personas expuestas a violencia de género por 

desigualdad[8] y los adultos mayores[9]. 

Sobre estos casos, habría que reflexionar sobre la posibilidad de conducir 

procedimientos legislativos tendientes a la modificación de la legislación general o especial para 

reforzar los mecanismos judiciales de protección. Esto se ha dado particularmente en casos de 

salud, para los cuales ya hay jurisprudencia en cuarentena del Poder Judicial Federal de San 

Martín[10]. Los procesos civiles específicos en el área de salud son de plazos breves y se 

denominan «amparos de salud». De esta forma, sería posible pensar en procesos análogos para 

casos de extrema gravedad en los cuales peligre un derecho esencial de un adulto mayor o de 

una persona víctima de violencia para casos de emergencia y aislamiento. 

Si bien es cierto que hoy tenemos procesos de violencia familiar en el Fuero Civil de la 

Nación, estos suelen ser lentos, engorrosos, con un alto costo para la víctima y con un resultado 

que deja insatisfechas a las partes. No se recompone el vínculo ni se lo termina de disolver, 

dejando en ocasiones una relación conflictiva que perdura intermediada por oficinas públicas. 

Asimismo, los adultos mayores que cesan de cobrar la jubilación que les corresponde o que 

sufren en ocasiones violencia económica por parte de su propia familia o de terceros, no son 

aptos, en general, para demandas que generen procesos de amparo o de daño. Cuando sí lo 

son, estas a su vez tardan demasiado, como los procesos de reajustes. Por eso, en este artículo 

se expondrán los lineamientos para un nuevo anteproyecto de ley nacional para crear un nuevo 

tipo de amparo abanico que proteja los derechos de los ancianos y de las personas víctimas de 

violencia de género por desigualdad, así como de cualquier otro grupo vulnerable que no vea su 

derecho constitucional enmarcado en un proceso particular (salud, ambiente, vivienda, etc.). 

Este nuevo proceso, denominado «amparo por vulnerabilidad» o «amparo de igualdad» se 

basa en el artículo 75 inc. 23 de nuestra Constitución, el cual ordena al Congreso legislar en 

favor de grupos vulnerables, con acciones positivas, promoviendo la igualdad para grupos con 

desventajas sociales, tales como los ancianos[11]. 

A su vez, esta propuesta encuentra su basamento en tratados internacionales como la 

CADH[12] (artículo 24) y la CEDAW[13] (artículo 3). Es decir, el fundamento para el amparo de 

igualdad se encuentra en la cúspide del ordenamiento jurídico y defiende a este mismo 

ordenamiento, cuando no haya otra opción mejor o más específica para defender este derecho 

constitucional. 

La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 

Personas Mayores provee a su vez un marco jurídico de protección de los mayores: «primer 

instrumento jurídico específico para promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno 

https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn8
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn9
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn10
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn11
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn12
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn13
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goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales de este grupo en la región»[14][15]. Lo mismo hace la Constitución de la CABA 

en su artículo 41[16]. 

La actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se encuentre 

en riesgo la salud o la vida de la persona mayor.[17] 

En este tipo de procesos encuentran algunos antecedentes judiciales relevantes, tales 

como el caso «Sisnero», en donde la CSJN sentó un precedente a favor de la no discriminación 

a las mujeres en materia laboral[18], basándose en el párrafo 140 de la Opinión Consultiva 

18/2003 de la Corte IDH[19]. Este proceso fue un amparo sin especificar, de modo que ha 

dejado la puerta abierta a la doctrina para que se forme un nuevo tipo de amparos, así como 

hace años comenzaron a surgir los amparos de salud y los amparos ambientales, y hace más el 

amparo en sí mismo como proceso[20]. En el artículo 43 de la CN se especifica que el amparo 

se ejerce «contra cualquier forma de discriminación», por lo que la puerta queda abierta para 

sancionar judicialmente conductas que violenten la igualdad entre los ciudadanos, tales como 

la discriminación injustificada para con los adultos mayores y para con las personas que sean 

violentadas por cuestiones de género. 

Una crítica posible a este proyecto es la superposición o contradicción del amparo de 

igualdad en casos de violencia con el proceso de violencia familiar; pero es menester considerar 

que la violencia familiar no en todos los casos es producida por elementos que contraríen los 

principios de la igualdad en sentido constitucional, mientras que la violencia fomentada por 

desigualdad de género o basada en estas cuestiones encuentra una raigambre jurídica apta 

para la acción de amparo. La Ley 26.485 especifica en su artículo segundo estos conceptos[21]. 

Así, encontramos una vía normativa para entablar una acción jurídica por violencia asociada a 

la discriminación, tanto en el caso de los adultos mayores como en el caso de la perspectiva de 

género. 

Por estos días, se ha comenzado, producto de la cuarentena, a realizar audiencias 

virtuales en el Poder Judicial de la C.A.B.A., a las cuales han asistido más personas que las que 

lo hubiera hecho, quizá, de manera presencial[22]. Durante décadas los poderes judiciales de 

la Argentina han sido herméticos ámbitos de difícil acceso, en particular para quienes no se han 

profesionalizado en esta área. Las palabras difíciles, los formalismos, han alejado a 

profesionales de otras disciplinas que poseen marcos conceptuales y experiencias sumamente 

valiosas para mejorar lo jurídico. Esto también es parte de la igualación: la interdisciplina. 

Quien no es capaz de acceder al lenguaje del derecho, difícilmente pueda acceder a 

comprender qué es lo que sucede con los procesos en los que es parte. Aunque esto parezca 

https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn14
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn15
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn16
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn17
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn18
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn19
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn20
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn21
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn22
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un problema aparte, a los grupos vulnerables los afecta también el poder judicial cuando los 

priva de o entorpece la comprensión de sus derechos, dificultando en ocasiones la comprensión 

de sus procesos no por ignorancia de la parte, sino porque esta no se encuentra interiorizada 

con los juegos idiomáticos o los modismos del sector. 

El derecho civil nos proporciona amplias posibilidades para garantizar y proteger los 

derechos de los argentinos. Es la rama más útil en cuanto a la protección de los derechos 

privados, y su mirada legislativa actual debe ser una en consonancia con el DIDH y con el CCCN. 

El Congreso tiene el deber de legislar en consecuencia de la Constitución que hicieron los 

constituyentes. Por eso, una ley que dé un marco de aplicación al amparo de igualdad es un 

proyecto viable. Asimismo, que la Ley 16.986 que regula el amparo, fuente de protección de 

derechos constitucionales, sea un decreto redactado por el PEN, previo a la 

constitucionalización de la figura, no deja de ser irónico. Quizá sea momento para que la 

sociedad se otorgue un mejor marco, actualizado, para proteger y efectivizar los derechos que 

pretende ejercer. 

Es decir, ya tenemos los conceptos de vulnerabilidad y de desigualdad a nivel jurídico 

pero no una herramienta que nos permita hacerlos valer en su plenitud, y no como apéndices 

de otros procesos comerciales, laborales, tributarios, etc. El marco ha sido ratificado o convenido 

por los constituyentes. Resta que los legisladores nacionales creen la figura de amparo de 

igualdad para finalizar la flecha social que conduce desde lo que busca la sociedad hasta lo que 

garantizan los procesos judiciales; luego se generarán los reclamos pertinentes y la 

jurisprudencia[23]. 

 

[1] https://www.lanacion.com.ar/sociedad/las-restricciones-genero-coronavirus-

argentina-nid2342648 

[2] http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-

339999/335423/norma.htm 

[3] http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-

339999/335741/norma.htm 

[4] http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-

339999/335613/norma.htm 

[5] http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-

339999/335974/norma.htm 

https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftn23
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref1
https://www.lanacion.com.ar/sociedad/las-restricciones-genero-coronavirus-argentina-nid2342648
https://www.lanacion.com.ar/sociedad/las-restricciones-genero-coronavirus-argentina-nid2342648
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref2
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335423/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335423/norma.htm
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref3
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335741/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335741/norma.htm
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref4
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335613/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335613/norma.htm
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref5
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335974/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335974/norma.htm


OLEGISAR - Revista Nro. 1 - ISSN 3008-8577 

10 

[6] https://www.ambito.com/economia/coronavirus/impacto-economico-del-

coronavirus-sabemos-el-como-pero-no-el-cuanto-n5090426 

[7] http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-

339999/335976/norma.htm 

[8] https://www.perfil.com/noticias/equipo-de-investigacion/pico-denuncias-violencia-

genero-ciudad-cuarentena.phtml 

[9] https://www.infobae.com/coronavirus/2020/03/31/adultos-mayores-y-cuarentena-

hay-que-dejarles-la-comida-en-la-puerta-y-llamarlos-mucho-por-telefono/ 

[10] https://www.clarin.com/sociedad/tiempo-record-mail-justicia-otorgo-amparo-plena-

cuarentena_0_xuyxRsnFQ.html 

[11] http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/804/norma.htm 

[12] 

https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Humano

s.pdf 

[13] https://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/econvention.htm 

[14] TraHs N°5 | 2019: Adultas y adultos mayores: ¿Población vulnerable?, 

https://www.unilim.fr/trahs – ISSN : 2557-0633, p. 23. 

[15] Idem ut supra, p. 27: «En el artículo 75 inciso 19, -facultades del Congreso- de la 

Constitución de la Nación Argentina, se incorpora una nueva cláusula de progreso económico 

con justicia social. Esta norma afianza la llamada igualdad jurídica material, llegando en el inciso 

23 de tal artículo a proveer la facultad del congreso de legislar y promover «(…) medidas de 

acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato …en particular 

respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad…».Esta 

cláusula comporta un reconocimiento de desigualdades fácticas de partida, que necesitan de 

las acciones positivas del Estado para arribar a la igualdad real». 

[16] 

https://www.buenosaires.gob.ar/areas/leg_tecnica/sin/norma_pop.php?id=26766&qu=c&rl=

0&rf=0&im=0&menu_id=21502 

[17] Artículo 31, 

http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/tratados_multilaterales_interamericanos_A-

70_derechos_humanos_personas_mayores.pdf. 

https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref6
https://www.ambito.com/economia/coronavirus/impacto-economico-del-coronavirus-sabemos-el-como-pero-no-el-cuanto-n5090426
https://www.ambito.com/economia/coronavirus/impacto-economico-del-coronavirus-sabemos-el-como-pero-no-el-cuanto-n5090426
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref7
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335976/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/335000-339999/335976/norma.htm
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref8
https://www.perfil.com/noticias/equipo-de-investigacion/pico-denuncias-violencia-genero-ciudad-cuarentena.phtml
https://www.perfil.com/noticias/equipo-de-investigacion/pico-denuncias-violencia-genero-ciudad-cuarentena.phtml
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref9
https://www.infobae.com/coronavirus/2020/03/31/adultos-mayores-y-cuarentena-hay-que-dejarles-la-comida-en-la-puerta-y-llamarlos-mucho-por-telefono/
https://www.infobae.com/coronavirus/2020/03/31/adultos-mayores-y-cuarentena-hay-que-dejarles-la-comida-en-la-puerta-y-llamarlos-mucho-por-telefono/
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref10
https://www.clarin.com/sociedad/tiempo-record-mail-justicia-otorgo-amparo-plena-cuarentena_0_xuyxRsnFQ.html
https://www.clarin.com/sociedad/tiempo-record-mail-justicia-otorgo-amparo-plena-cuarentena_0_xuyxRsnFQ.html
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref11
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/804/norma.htm
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref12
https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Humanos.pdf
https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Humanos.pdf
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref13
https://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/econvention.htm
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref14
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref15
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref16
https://www.buenosaires.gob.ar/areas/leg_tecnica/sin/norma_pop.php?id=26766&qu=c&rl=0&rf=0&im=0&menu_id=21502
https://www.buenosaires.gob.ar/areas/leg_tecnica/sin/norma_pop.php?id=26766&qu=c&rl=0&rf=0&im=0&menu_id=21502
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref17
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[18] https://www.cij.gov.ar/nota-13425-La-Corte-hizo-lugar-a-un-amparo-en-una-causa-

por-discriminaci-n-laboral-.html 

[19] https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_18_esp.pdf 

[20] http://www.saij.gob.ar/doctrina/dacf000072-gonzalez-

accion_amparo_un_caso.htm 

[21] http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/150000-

154999/152155/norma.htm 

[22] https://www.infobae.com/sociedad/2020/04/05/justicia-en-tiempos-de-

coronavirus-se-hizo-una-audiencia-virtual-con-publico-y-participo-mas-gente-que-en-una-en-

tribunales/ 

[23] Para un próximo trabajo sería interesante investigar cuáles son los incentivos que 

proporcionan los estados argentinos para quienes cumplen, efectivamente, con las normas de 

igualdad de modo ejemplar. Porque no solo se trata de refuerzos negativos, sino también de los 

positivos. 

El Estado somos todos  

Por Tomás Brusco 

Representado por nuestros fundadores, el Estado argentino en 1853 declaró ser una 

república representativa. Aunque parezca redundante describir estos términos, no es simple 

que sean aplicados en la cotidianeidad del quehacer estatal, ya que este no es un discurrir de 

lo obvio, sino de lo político, y los primeros son conceptos políticos. 

Es decir, la representación y el republicanismo no son obviedades sociales, sino posturas 

políticas que se han plasmado constitucionalmente como norma fundamental de nuestro 

Estado. Estos datos podemos obtenerlos de ver otros sistemas estatales que no son ni 

representativos ni republicanos. 

Entonces, nuestros gobernantes tienen que tender hacia el republicanismo y al 

representativismo para efectivizar el mandato del primer artículo de nuestra Constitución. Sin 

embargo, ¿qué significan estos conceptos? Como es de general aceptación, un texto jurídico 

debe leerse contextualizado según el idioma de la época y sus implicancias. De otra forma, 

podríamos hacer un uso abstracto de las palabras, buscando significados en diccionarios, 

resúmenes, notas, etc. 

https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref18
https://www.cij.gov.ar/nota-13425-La-Corte-hizo-lugar-a-un-amparo-en-una-causa-por-discriminaci-n-laboral-.html
https://www.cij.gov.ar/nota-13425-La-Corte-hizo-lugar-a-un-amparo-en-una-causa-por-discriminaci-n-laboral-.html
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref19
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_18_esp.pdf
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref20
http://www.saij.gob.ar/doctrina/dacf000072-gonzalez-accion_amparo_un_caso.htm
http://www.saij.gob.ar/doctrina/dacf000072-gonzalez-accion_amparo_un_caso.htm
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref21
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/norma.htm
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref22
https://www.infobae.com/sociedad/2020/04/05/justicia-en-tiempos-de-coronavirus-se-hizo-una-audiencia-virtual-con-publico-y-participo-mas-gente-que-en-una-en-tribunales/
https://www.infobae.com/sociedad/2020/04/05/justicia-en-tiempos-de-coronavirus-se-hizo-una-audiencia-virtual-con-publico-y-participo-mas-gente-que-en-una-en-tribunales/
https://www.infobae.com/sociedad/2020/04/05/justicia-en-tiempos-de-coronavirus-se-hizo-una-audiencia-virtual-con-publico-y-participo-mas-gente-que-en-una-en-tribunales/
https://olegisar.org/el-amparo-de-igualdad/#_ftnref23
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En 1853 ser republicano y representativista quería decir ser opuesto a lo que planteaba 

como forma de gobierno Juan Manuel de Rosas, Gobernador de la Provincia de Buenos Aires 

(de 1829 a 1832 y de 1835 a 1852). Esto quedó plasmado en el artículo 29 de la Constitución 

nacional, que pena a quien pretenda asumir o controlar la “suma del poder público” en la 

Argentina, lo cual quiere decir controlar el ejecutivo, legislativo y judicial a la vez. El artículo 1 y 

el 29 deben leerse uno junto al otro, ya que ambos se justifican entre sí. 

Luego, nuestra Constitución nos menciona el “principio de la soberanía popular” en el 

artículo 33. Es evidente, entonces, que ningún gobernante puede constitucionalmente arrogarse 

más representación política fundamental del Estado que otro ciudadano, en sentido político de 

pertenencia republicana, si bien sí puede tener representación jurídica de la personería estatal 

por su representativismo. 

Es decir, tenemos dos tipos de representación: en base al republicanismo y en base al 

representativismo (además podríamos hablar de la representación federal) del artículo 1. En 

sentido republicano, el fundamento de la Constitución, ningún ciudadano es más representante 

del Estado que otro, porque la soberanía popular asigna a cada uno precisamente el mismo 

valor en cuanto al gobierno y al control de los actos públicos. 

Esto queda matizado según la representación como medio de deliberación (artículo 22). 

Jurídicamente no es posible representar al pueblo sin mandato del pueblo, pero no debemos 

entender por eso que quien representa a un gobierno en el sentido del artículo 22 es 

representante en el sentido fundacional de nuestro Estado, como indican los artículos 1 y 33. 

En otras palabras, algunos representan algún gobierno, pero así como no lo constituyen, 

tampoco constituyen ni representan al Estado más que cualquier otro ciudadano. 

Un digesto para la enseñanza del derecho  

Por Tomás Brusco 

Ahora que la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires ha llegado a un 

punto de excelente reconocimiento internacional, parece oportuno señalar cierto rasgo 

deficitario en la enseñanza de las normas y del derecho argentino en general: la división o falta 

de organización en la categorización de las leyes respecto de su vigencia. 

Esta falta de organización legislativa la intentó remediar el Digesto Jurídico Argentino[1], 

obra denominada “monumental”[2], que tiene una larga historia comenzada en 1998[3], pero 

fue inicialmente consolidado en el año 2014, con intentos de actualizarlo en el 2015, sin llegar 

a ser oficialmente aprobado por el Congreso de la Nación. Este proyecto fue el de la 

https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn1
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn2
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn3
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Ley  26.939[4]. El equipo que ordenó la normativa argentina funcionó en una oficina del tercer 

piso de la Facultad de Derecho de la UBA. 

Como dice la Ley 24.967 en su art. 1, la claridad del derecho redunda en mejor 

republicanismo y una mejor aceptación de las normas, o de un mejor contexto para cambiarlas. 

Es difícil comprender cómo mejorar lo legislativo cuando desconocemos qué es lo legislativo. O, 

en otras palabras, no vamos a poder descubrir cómo cambiar el derecho si no sabemos cuál es 

el derecho. Como dijo Antonio A. Marino (director del equipo que redactó el Manual de Técnica 

Legislativa[5]): “El tema es que el sistema de leyes es el output más importante del sistema 

político y si ese sistema está contaminado o es de difícil determinación las consecuencias en 

costos institucionales y de vida cotidiana son enormes”. 

El problema radica en que no es suficiente conocer las leyes, sino que es preciso conocer 

cómo las leyes interactúan entre sí sin digesto, ya que algunas derogan y/o modifican otras, por 

lo cual para conocer efectivamente el derecho se precisa realizar un estudio de derecho 

comparado interno entre derechos de distintas épocas a lo largo de casi 170 años. No parece, 

ni siquiera en la época de la profesionalización del derecho, una tarea útil o divertida. Además, 

aparecen ciertas leyes cuyo objeto ya ha sido cumplido, que son una discusión aparte sobre si 

deben considerarse vigentes o no en relación a los efectos que causan todavía jurídicamente, 

como la pertenencia al dominio público de ciertos bienes creados por esas leyes. Es 

recomendable no optar por declarar no vigentes las normas sobre las cuales no se desprende 

con claridad su falta de vigencia, pero de cualquier forma eso es parte de la tarea legislativa. 

En las clases de las facultades y en los manuales, en general, se toman ciertas normas 

como vigentes: la Constitución, leyes, decretos, reglamentos, etc. Dentro de las leyes, no se 

realiza un “barrido” sobre la legislación vigente, sino que se utilizan para enseñar, en general, 

las normas más comunes. En civil será el CCCN, en penal será el CP, en procesal civil será el 

CPCCN, en laboral será la LCT, etc. Cada materia concentra sus esfuerzos generales en ciertas 

normas pero no se requiere de los alumnos que revisen la totalidad del ordenamiento jurídico a 

nivel nacional (leyes), con lo cual se acepta que lo que el profesor dice que es el derecho, es el 

derecho; como si el profesor cumpliera el rol del juez en el aula. 

A nivel del derecho provincial, se han realizado digestos o proyectos para digestos 

(vinculantes o no) de normas provinciales en las provincias de Chaco[6], Chubut[7], Córdoba[8], 

Corrientes[9], Entre Ríos[10], Misiones[11], Río Negro[12], San Juan[13], San Luis[14], Santa 

Cruz[15], Salta[16], Tucumán[17] y en la C.A.B.A.[18] En Catamarca tienen un listado de su 

poder judicial local[19]. Santa Fe lo ha hecho en materia de salud[20] y en La Pampa han 

https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn4
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn5
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https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn7
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn8
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn9
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn10
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn11
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn12
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn13
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn14
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn15
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn16
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn17
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn18
https://olegisar.org/un-digesto-para-la-ensenanza-del-derecho/#_ftn19
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realizado un digesto de género[21]. Faltaría realizar un trabajo similar en Mendoza, Formosa, 

Tierra del Fuego, Neuquén, La Rioja, Jujuy y Santiago del Estero. 

A nivel nacional, el proyecto parcialmente exitoso del Digesto ha sido complementado 

por una excelente herramienta, que es el SAIJ, que enumera las leyes argentinas vigentes; no 

obstante, lo hace un organismo del PEN, y no el Congreso[22]. Este listado nos muestra un 

abanico de leyes vigentes desde 1853 a 2020, la primera de las cuales figura sin número[23]. 

Ahí se nos cuenta que actualmente en la Argentina, al 11 de junio de 2020, tenemos 5373 leyes 

vigentes. Otro sitio, más novedoso, es “Leyes Argentinas”[24], el cual conjuga las bases de 

Infoleg y de SAIJ, pero que al momento de escribir este artículo no está operativo. 

Es menester que el trabajo sobre la decisión de la vigencia de las leyes sea realizado por 

el Congreso de la Nación. De otra forma, no sería posible que se torne vinculante un dictamen 

sobre la vigencia de las normas, puesto que es el órgano que las dicta el que tiene que verificar 

su vigencia. Aun así, es comúnmente aceptado cuáles se hallan vigentes, y es algo que ya se ha 

establecido previamente, al menos hasta el año 2014. Por otro lado, se ha dicho que: 

1. Es crédulo ordenar las leyes puesto que aun así los ciudadanos no lo leerán…; 

entonces, siguiendo ese argumento, ¿para quién se legisla? ¿Para qué se publican las leyes? 

¿Quizá el autor de esos argumentos no se considere ciudadano? Vamos, no es tan difícil. 

2. Otro argumento utilizado es el de que no será posible utilizar un digesto a nivel 

legislativo, porque un juez puede declarar inconstitucional el digesto y así utilizar las leyes 

excluidas por el digesto. La respuesta es que si una ley derogara las normas excluidas a la par 

de la sanción congresual del digesto, esto quedaría claro y los jueces no podrían utilizar normas 

derogadas. Es decir, está claro que el digesto, si quiere ser vinculante, no puede ser 

administrativo, sino que debe ser de carácter legislativo. En esta sanción derogatoria no habría 

menos facultad que en cualquier otra derogación que haya hecho el Congreso con anterioridad, 

como cuando se derogó el Código Civil y el Código de Comercio, que eran leyes que habían sido 

utilizadas hasta un día antes de la pérdida de su vigencia. Si esas dos leyes tan relevantes 

pudieron ser derogadas, probablemente leyes poco conocidas, con una clara falta de uso por 

objeto cumplido y/o que pueden ya estar derogadas, opongan menor resistencia. De cualquier 

manera, un digesto administrativo también sería bienvenido como modelo para la enseñanza, 

aunque sus efectos sean limitados a lo académico. 

3. Queda la pregunta de qué sucede con las leyes sin vigencia o las que no son 

enumeradas en un digesto… Supongamos que son eso: leyes sin vigencia que no han sido 

enumeradas en un digesto, precisamente por falta de vigencia. 
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El trabajo, como vemos, ya está casi realizado. La informatización de la información 

jurídica nos brinda una oportunidad como sociedad para comprender mejor nuestro derecho, y 

tal vez para comenzar a asignar prudentemente una numeración nueva, más provechosa y 

acorde a las necesidades actuales. Esto resolvería problemas legislativos tales como la antigua 

numeración, las leyes “y medio” y los “decretos-leyes”, entre otros. 

Alguien podría argumentar que modificar todos los números de las leyes, comenzando la 

numeración nuevamente, podría ser contraproducente. Lo mismo se decía cuando se reformó 

el CCCN en 2014 por el articulado del Código Civil. Sin embargo, conseguir ordenar el actual 

ordenamiento y que el Congreso consiga un digesto oficial sería un gran primer paso. 
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Sobre las medidas penales preventivas 

Por Bautista Orol 

En esta breve nota abordaré –a grandes rasgos– la normativa procesal sobre prisión 

preventiva de nuestro país, vinculando ella con el reciente pronunciamiento por parte de la Sala 

IV de la Cámara Federal de Casación Penal respecto al imputado Lázaro Antonio Báez; plantearé 

la problemática en cuánto a este caso, e intentaré dejar algunas reflexiones. Corresponde 

aclarar que no pondré en juicio la naturaleza del instituto, sino que cuestionaré la aplicación de 

éste al caso en concreto. 

Prisión preventiva en la legislación procesal penal nacional: en nuestro derecho positivo 

procesal penal nacional, el instituto de la prisión preventiva está regulado por la ley 24390 y sus 
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sucesivas modificaciones por la ley 25430, estableciéndose que, como regla general, el límite 

de duración de la prisión preventiva –que, de por sí, debe ser aplicada e interpretada de manera 

restrictiva–, es de 2 años (primera parte del art. 1, ley 24390), prorrogables por 6 meses más 

cuándo los plazos se cumpliesen mediando sentencia condenatoria no firme (art. 2, ley 24390). 

Por su parte, lo que podría llamarse la excepción de la excepción dispone la posibilidad de 

extender el plazo de 2 a 3 años (segunda parte del art. 1, ley 24390), cuándo “…la cantidad de 

los delitos atribuidos al procesado o la evidente complejidad de las causas hayan impedido la 

finalización del proceso en el plazo indicado…”. Debo dejar asentada una cuestión interpretativa: 

los límites temporales anteriormente mencionados debemos interpretarlos de manera 

restrictiva y siempre en favor de la libertad personal y el principio de inocencia; no debemos 

olvidar que se trata (o debería tratarse) de una medida de excepción. 

Problemática: en el caso Báez no sólo nos encontramos frente a una causa que, 

presuntamente, roza a quiénes formaron parte del poder público, sino también ante cuestiones 

de gran complejidad que requieren ser investigadas con suma responsabilidad y –siempre– 

dentro del marco de las garantías de un Estado de derecho democrático. Entonces, si seguimos 

un razonamiento lógico: a mayor complejidad del asunto, mayor debiera ser la responsabilidad 

en el tratamiento de éste, no menor. Por supuesto que ello no quiere decir dejar librado a la 

complejidad o facilidad del asunto el respeto por las garantías y principios del derecho penal 

material y formal, que en todos los casos deben respetarse, pero sí deben abordarse con suma 

(y todavía mayor) responsabilidad controversias de extrema complejidad e interés en la 

comunidad. 

Pero, el acusado del caso en cuestión llevaba 4 años y 6 meses cumpliendo detención 

preventiva –plazo que, claramente, excede a los legalmente previstos y contrapone 

disposiciones constitucionales y convencionales–. Así, tal como fue señalado por el Fiscal 

General, Dr. Javier A. De Luca: “…el encarcelamiento preventivo ha superado en más de un año 

el límite legal…”. Asimismo, dispuso: “resulta irracional debatir si corresponde conceder la 

prisión domiciliaria a Lázaro Antonio Báez por motivo de la emergencia sanitaria, porque el 

problema consiste en que el encarcelamiento preventivo ha superado en más de un año el límite 

legal y ese asunto debe ser tratado y resuelto…”. 

De este modo, y habiendo abordado los plazos previstos, en el presente caso hubo una 

violación a normativas “constituvencionales” y legales, en tanto se traspasaron los límites 

temporales a la prisión preventiva. Por esto, –y haciendo lugar a los argumentos de la defensa 

respecto a los riesgos del imputado a contraer COVID-19–, la sala IV de la Cámara Federal de 
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Casación Penal decidió revocar la decisión del Tribunal Oral Federal N° 4 que denegaba la 

morigeración de la detención del imputado en cuestión, concediendo la detención domiciliaria 

de Lázaro Báez. 

A modo de conclusión, el respeto por las garantías y por los principios del derecho penal 

material y formal, no debería opcional, sino un profundo acuerdo compartido por la comunidad 

jurídica y no jurídica. Tampoco deberían respetarse para unos sí y para otros no, sino para todas, 

todes y todos. Además, el menoscabo de nuestras normas no hace otra cosa que impedir el 

conocimiento de la verdad de lo realmente acontecido y, consecuentemente, (re)producir una 

sensación o impresión de impunidad en la ciudadanía, sobre todo en casos de gran interés 

público y que, presuntamente, rozan a poderes públicos y ex/actuales funcionarios públicos. 

¿Qué interesa más que conocer la verdad? En este caso, pudimos ver que los límites temporales 

a la prisión preventiva fueron traspasados, cuestión que no sólo merece observación, sino 

también una reflexión con un norte bien delimitado: el respeto por el Estado de derecho 

democrático. 

El derecho de acceso a la información 

pública ambiental 

Por Tomás Brusco 

 

1. INTRODUCCIÓN 

 

En el primer artículo de la Constitución de la Nación Argentina se establece el principio 

republicano de gobierno por el cual el Estado se rige, del cual se deriva que los actos de gobierno 

de los tres poderes (ejecutivo, legislativo y judicial) son públicos en todos los niveles estatales 

(nacional, provincial, municipal y autárquico). Esto quiere decir que, según se ha reglamentado 

y salvo excepciones, el acceso a la información pública por parte de las personas debe ser 

irrestricto,1 gratuito, informal, igual y expedito, de modo que cualquier habitante de la Nación 

pueda conocer los asuntos estatales en sus distintas ramas.2 Esta información puede ser 

solicitada por personas humanas y por personas jurídicas, sin acreditación de un interés 

legítimo, y debe ser entregada de manera adecuada y completa. 

 
1 Las excepciones son limitadas, tales como defensa, datos personales o información confidencial industrial y/o 
científica. 
2 https://www.youtube.com/watch?v=hzNyZKYPQXE 

https://www.youtube.com/watch?v=hzNyZKYPQXE
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El derecho constitucional argentino cobija jurídicamente la igualdad entre los ciudadanos 

y los habitantes, a su vez que garantiza el acceso a la información pública a través de sus 

enunciados: como derecho de peticionar a las autoridades, como derecho derivado del gobierno 

republicano, como derecho de acceso a la información pública para el funcionamiento partidario 

y como acción de habeas data (arts. 14, 33, 383 y 43 de la CN, respectivamente).4 A su vez, se 

estableció en la reforma de 1994 el acceso a la información ambiental y a la información para 

consumidores (arts. 41 y 42 de la CN, respectivamente) como casos específicos. 

 

En materia de generación de información, los tres poderes son generadores de amplia 

información pública, ya sean actos administrativos, decretos, resoluciones, leyes, ordenanzas, 

fallos, declaraciones, etc. No obstante, en la cotidianeidad entendemos que el movimiento 

habitual mayoritario del Estado es desconocido incluso por los especialistas, ya que la cantidad 

de información que se produce es inabarcable para un solo profesional. Por ejemplo, sería poco 

prudente solicitar de un abogado constitucionalista que enumere todos los fallos en los que se 

ha cuestionado una norma de rango constitucional. Por este motivo, la publicidad de los actos 

es clave para que el trabajo y el contralor sean efectivos.5 

 

Anteriormente al siglo XXI, en la jurisprudencia de la CSJN encontramos que la 

información para este tribunal era entendida mayormente en el derecho como relacionada con 

el derecho de prensa o con cuestiones jurisdiccionales, como muestra una revisión de los tomos 

correspondientes al año 1990.6 En esta monografía repasaremos las normas que han surgido 

desde entonces en la Argentina y su vínculo con el derecho ambiental, desarrollando un breve 

análisis de las evaluaciones de impacto ambiental con el propósito de revisar cuál es el estado 

del vínculo entre el derecho de acceso a la información pública y derecho al ambiente en la 

 
3 La Ley Orgánica de los Partidos Políticos (23.298) establece la publicidad de cierta información partidaria, 
reglamentando este artículo constitucional. http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/20000-
24999/23893/texact.htm 
4 La Constitución Nacional dice en su art. 38, párrafo 2: “Su creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro 
del respeto a esta Constitución, la que garantiza su organización y funcionamiento democráticos, la representación 
de las minorías, la competencia para la postulación de candidatos a cargos públicos electivos, el acceso a la 
información pública y la difusión de sus ideas”. Luego, en su art. 43, párrafo 3: “Toda persona podrá interponer esta 
acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de 
datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la 
supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de 
información periodística”. El resaltado es propio. http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-
4999/804/norma.htm 
5 Distinguimos el acceso a la información pública del acceso a la información privada, que es un derecho separado 
regulado, por ejemplo, en las relaciones jurídicas de consumo, pero que no trataremos en este trabajo. Como regla 
general, cuando el Estado la produce o la utiliza para tomar decisiones, se trata de información pública. 
6 https://sj.csjn.gov.ar/sj/verTomo?tomoId=350 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/20000-24999/23893/texact.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/20000-24999/23893/texact.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/804/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/804/norma.htm
https://sj.csjn.gov.ar/sj/verTomo?tomoId=350
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Argentina; particularmente como lo muestra el caso “Salas”.7 Luego, se presentará 

sucintamente una recomendación legislativa y una conclusión a modo de cierre. 

 

1.1 LA LEY DE DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (27.275) Y EL 

DECRETO 1172/2003 

 

En cuanto a la legislación nacional vigente, la ley 27.2758 (Derecho de Acceso a la 

Información Pública) fue sancionada el 14 de septiembre de 2016, que regula fondo y forma del 

acceso a la información pública, ya que explica los derechos constitucionales. El concepto queda 

definido en el artículo 3, que dice: “Información pública: todo tipo de dato contenido en 

documentos de cualquier formato que los sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la 

presente ley generen, obtengan, transformen, controlen o custodien”.9 Principalmente, las 

personas abarcadas son los tres poderes de la Nación, el Ministerio Público, el Consejo de la 

Magistratura, las sociedades del Estado, las personas públicas no estatales, los partidos 

políticos, los sindicatos y el Banco Central de la República Argentina (artículo 7 de la LAIP). 

 

Esta Ley fue impulsada desde el Poder Ejecutivo Nacional por el Prof. Adrián Pérez10 y 

fue aprobada con un amplio respaldo legislativo,11 a la vez que crea una autoridad de aplicación 

central autárquica del PEN12: la Agencia de Acceso a la Información Pública,13 dirigida 

actualmente por el Prof. Eduardo Bertoni. Esta Agencia obra como entidad administrativa 

independiente de contralor para verificar el cumplimiento de la norma legal, con potestad para 

intimar a las personas jurídicas a cumplir con sus obligaciones de brindar información en plazo. 

Ante un reclamo, la Agencia debe decidir entre intimar o rechazar la solicitud por alguno de los 

motivos que la ley antedicha brinda. A su vez, debe promover la “transparencia activa”,14 según 

el artículo 19,15 que es la obligación de los organismos estatales, salvo excepciones, de 

 
7 SALAS, DINO Y OTROS C/ SALTA, PROVINCIA DE Y OTRO S/ AMPARO, Corte Suprema de Justicia de la Nación, 26 
de marzo de 2009, Fallos: 332:663. 
8 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/265000-269999/265949/norma.htm 
9 Una influencia para la LAIP en cuanto a estándares fue la Ley Modelo Interamericana Sobre Acceso a la 
Información Pública del año 2008 elaborada por la OEA, junto con las recomendaciones para su reglamentación 
del año 2010. http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/AG-RES_2607_XL-O-10_esp.pdf, 
http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/CP-CAJP-2599-08_esp.pdf. 
10 https://www.youtube.com/watch?v=WCnW_pAh2-M 
11 https://www.youtube.com/watch?v=t2RAIfn6TyQ 
12 Cada poder del Estado debe crear su “organismo con autonomía funcional”, equivalente a la AAIP, para coordinar 
la aplicación legal con la independencia constitucional de poderes. 
13 https://www.argentina.gob.ar/aaip 
14 La actividad en la transparencia se contrapone a la pasividad, que es la transparencia a pedido del ciudadano. 
15 LAIP, “ARTÍCULO 19. — Agencia de Acceso a la Información Pública. Créase la Agencia de Acceso a la Información 
Pública como ente autárquico que funcionará con autonomía funcional en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional. La 
Agencia de Acceso a la Información Pública debe velar por el cumplimiento de los principios y procedimientos 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/265000-269999/265949/norma.htm
http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/AG-RES_2607_XL-O-10_esp.pdf
http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/CP-CAJP-2599-08_esp.pdf
https://www.youtube.com/watch?v=WCnW_pAh2-M
https://www.youtube.com/watch?v=t2RAIfn6TyQ
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publicitar sus actos.16 Para cumplir con estos objetivos, se instaló un plan de adecuación para 

la facilitación de la búsqueda de dicha información, según lo expresado por la Prof. María Gracia 

Andía.17 En este esquema, los presupuestos y organigramas son ítems esenciales.18 

 

Estos procesos de transparencia se encuentran vinculados con los Objetivos de la 

Agenda 2030 de la ONU para el desarrollo sostenible19 y con el “actuar local” que se propone 

en derecho internacional,20 basándonos en un mejor conocimiento de lo público para efectuar 

los cambios ambicionados. Dentro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), el acceso a 

la información pública se enmarca dentro del objetivo nro. 16: “Promover sociedades justas, 

pacíficas e inclusivas”.2122 

 

Complementariamente, el artículo 28 de la LAIP dispone la obligación para todos los 

entes del gobierno de la Nación de contar un organismo de control interno, que complemente el 

funcionamiento de la Agencia de Acceso a la Información Pública.23 A su vez, en las legislaciones 

provinciales y de la C.A.B.A. poseemos en la Argentina distintos sistemas de control de 

transparencia para el desenvolvimiento del derecho al acceso a la información, los cuales son 

abordados a nivel federal a través del Consejo Federal para la Transparencia, creado por el art. 

29 de la ley nacional mencionada.24 En esta interrelación entre personas privadas y Estado, el 

lenguaje claro es clave (como han dicho, por ejemplo, desde un trabajo en conjunto de la 

UNLZ25). 

 
establecidos en la presente ley, garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública y 
promover medidas de transparencia activa”. 
16 Habitualmente los funcionarios y empleados públicos suelen practicar por razones pragmáticas y de costumbre 
un programa inverso, que es el de no divulgar la información a menos que un ciudadano la solicite. La legislación 
es contraria a estas prácticas, a las cual la práctica deberá ajustarse. Uno de los problemas es el incumplimiento 
estatal y la dificultad del acceso al órgano jurisdiccional correspondiente para el cumplimiento del derecho. 
17 https://drive.google.com/file/d/1gOn3QgtjuosNOrqfkcVi2xcE35Apdq1-/view (Clase 4). 
18 La CSJN ha adoptado las disposiciones de la LAIP a través de la Acordada 42/2017. 
19 https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/ 
20 https://internationalhrforum.com/2010/02/28/%E2%80%9Cthink-globally-act-locally%E2%80%9D-for-
compensation-design/ 
21 https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/peace-justice/ 
22 Los Objetivos de la Agenda 2030 de la ONU han sido ampliamente receptados, también, en la doctrina 
ambientalista, de modo que este es otro punto de conexión entre el acceso a la información pública y el derecho al 
ambiente. 
23 LAIP, “ARTÍCULO 28. — Organismos de acceso a la información pública en el Poder Legislativo, en el Poder Judicial 
y en los Ministerios Públicos. En un plazo máximo de noventa (90) días contado desde la publicación de la presente 
ley en el Boletín Oficial, el Poder Legislativo, el Poder Judicial de la Nación, el Ministerio Público Fiscal de la Nación, 
el Ministerio Público de la Defensa y el Consejo de la Magistratura crearán, cada uno de ellos, un organismo con 
autonomía funcional y con competencias y funciones idénticas a las de la Agencia de Acceso a la Información Pública 
previstas en el artículo 24 de la presente ley, que actuará en el ámbito del organismo en el que se crea”. 
24 LAIP, ARTÍCULO 29. — Consejo Federal para la Transparencia. Créase el Consejo Federal para la Transparencia, 
como organismo interjurisdiccional de carácter permanente, que tendrá por objeto la cooperación técnica y la 
concertación de políticas en materia de transparencia y acceso a la información pública. 
25 https://www.unlz.edu.ar/normativa-en-lenguaje-
claro/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=normativa-en-lenguaje-claro 

https://drive.google.com/file/d/1gOn3QgtjuosNOrqfkcVi2xcE35Apdq1-/view
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/
https://internationalhrforum.com/2010/02/28/%E2%80%9Cthink-globally-act-locally%E2%80%9D-for-compensation-design/
https://internationalhrforum.com/2010/02/28/%E2%80%9Cthink-globally-act-locally%E2%80%9D-for-compensation-design/
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/peace-justice/
https://www.unlz.edu.ar/normativa-en-lenguaje-claro/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=normativa-en-lenguaje-claro
https://www.unlz.edu.ar/normativa-en-lenguaje-claro/?utm_source=rss&utm_medium=rss&utm_campaign=normativa-en-lenguaje-claro
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Previo a la LAIP, el decreto 1172 del año 2003 proveyó el Reglamento General del Acceso 

a la Información Pública para el Poder Ejecutivo Nacional, entre otros anexos.26 Este reglamenta, 

según su letra, el DAIP dispuesto “a través del artículo 1º (de la CN), de los artículos 33, 41, 42 

y concordantes del Capítulo Segundo —que establece nuevos Derechos y Garantías— y del 

artículo 75 inciso 22, que incorpora con jerarquía constitucional diversos Tratados 

Internacionales”. Además, este decreto particular contiene los siguientes ítems: 

Reglamento General de Audiencias Públicas para el Poder Ejecutivo Nacional, 

Reglamento General para la Publicidad de la Gestión de Intereses en el ámbito del Poder 

Ejecutivo Nacional, 

Reglamento General para la Elaboración Participativa de Normas, 

Reglamento General de Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores de los Servicios 

Públicos, y 

Derecho de acceso libre y gratuito vía internet a la edición diaria de la totalidad de las 

secciones del Boletín Oficial de la República Argentina. 

 

1.2 LA SOLICITUD ADMINISTRATIVA DE INFORMACIÓN PÚBLICA 

 

La modalidad de solicitud de información pública es preeminentemente administrativa 

cuando no tenemos una exposición abierta o activa de los datos (ya sea por solicitud de la ley o 

por proactividad estatal). Es decir, cuando la transparencia es pasiva y debemos solicitar la 

información, antes que a un proceso judicial se suele acudir a una solicitud de carácter 

administrativo (aunque esto no es obligatorio para acudir al poder judicial en solicitud de 

información27). Por eso, se valora cuando la administración realiza proactivamente la exposición 

de la información. Este es el caso del Registro Único de Audiencias de Gestión de Intereses que 

lleva a cabo el Ministerio del Interior, por ejemplo.28 

 

La LAIP establece que el plazo para brindar la información es de quince días, prorrogables 

por otros quince en casos excepcionales (artículo 11). Asimismo, toda persona pública o privada 

tiene legitimación activa para realizar una solicitud sin patrocinio letrado (artículo 4 de la LAIP). 

En la Argentina de 2020, la tecnología nos permite acceder a pedidos a través de conexión web, 

lo cual se encuentra reglamentado según las normas de Gestión Documental Electrónica 

 
26 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/90000-94999/90763/norma.htm 
27 LAIP, Artículo 14. 
28 https://audiencias.mininterior.gob.ar/ 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/90000-94999/90763/norma.htm
https://audiencias.mininterior.gob.ar/
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(GDE).29 Una norma relevante en este aspecto es la Ley de Firma Digital (25.506).30 Estas 

actualizaciones han permitido realizar trámites a distancia (TAD), lo cual facilita la conexidad y 

simplifica, en ocasiones, el vínculo entre el Estado y el ciudadano. 

 

1.3 DERECHOS FOMENTADOS POR CONEXIDAD CON EL DERECHO DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA 

 

Del mismo modo en que el mejor acceso a la información pública ayuda a la participación 

ciudadana en los asuntos públicos, también colabora con la promoción de otros derechos al 

proveer estadísticas y recursos confiables. Estos derechos fomentados por la información 

confiable son, por ejemplo, el derecho a la educación, el derecho a un ambiente sano, el derecho 

a la libertad de expresión y el derecho a la salud, acorde a lo dicho por el Prof. Borja Díaz 

Rivillas.31 Por eso, el correcto análisis y aplicación de las herramientas que da colaborará con la 

cooperación civil y con el desarrollo social para el siglo XXI, fomentando la participación 

ciudadana y sirviendo como llave para otros derechos, al decir de la Prof. Fernanda Araujo. En 

pos de esto, se analizará para este trabajo el caso del derecho ambiental, la causa “Salas” y, a 

través de ella, las evaluaciones de impacto ambiental, para luego revisar las corrientes 

doctrinarias, legislación aplicable y ofrecer una propuesta de modificación de dicha legislación 

de acceso a la información pública ambiental. 

 

En este sentido, Marcela Basterra dijo: “El reconocimiento del DAIP y la necesidad de 

una ley nacional que lo reglamente importa la concreción por añadidura de otros derechos 

humanos básicos, como el derecho a la salud, a la educación, al medioambiente, a la libertad 

de expresión y al debido proceso, entre otros”.32 Cabe destacar que el DAIP encuentra sus 

límites en otros derechos potencialmente contrapuestos, como el derecho a la intimidad, a la 

salud pública o a la seguridad, por lo cual debe ser considerado en cada caso particular. 

 

2. EL DERECHO AL AMBIENTE Y SU VÍNCULO CON EL ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA 

 

Los artículos 19 de la DUDH, 19 del PIDCYP, 4 de la DADH y 13 de la CADH, con jerarquía 

constitucional en la Argentina, establecen que todo argentino tiene derecho a recibir y brindar 

 
29 http://www.infoleg.gob.ar/?page_id=149 
30 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=70749 
31 https://drive.google.com/file/d/12KQQ41u_i84diOWCvxZ0w536dePpW8tF/view?ts=5f03adec (Clase 3). 
32 https://www.ancmyp.org.ar/user/files/01-Basterra.pdf 

http://www.infoleg.gob.ar/?page_id=149
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=70749
https://drive.google.com/file/d/12KQQ41u_i84diOWCvxZ0w536dePpW8tF/view?ts=5f03adec
https://www.ancmyp.org.ar/user/files/01-Basterra.pdf
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información.33 Este derecho brinda un marco internacional público para la aplicación de las 

normas locales, en conjunción con el principio de máxima divulgación y acceso a la información 

del Estado.34 Así lo explica el Prof. Esteban Tzicas, que incluye al ambiente como un derecho 

resguardado mayormente por el enlace con el eficiente acceso a la información pública.35 En 

materia ambiental, como veremos, el acceso a la información está signado por la 

interjurisdiccionalidad y por la localía del derecho de dominio de los recursos naturales según el 

art. 124 de la CN (dominio originario). 

 

El acceso debido a la información constituye una parte fundamental del control 

democrático de lo público y del ambiente. La CSJN en el fallo "Asociación Derechos Civiles c/ EN 

- PAMI (dto. 1172/03) s/ amparo ley 16.986", donde se discutía el alcance del mencionado 

decreto, realizó la siguiente cita del párrafo 92 del caso “Reyes”: “En una sociedad democrática 

es indispensable que las autoridades estatales se rijan por el principio de máxima divulgación, 

el cual establece la presunción de que toda información es accesible, sujeto a un sistema 

restringido de excepciones (párr. 92, del caso Claude Reyes otros, citado)”.3637 La jurisprudencia 

ambiental debería hacer, en general, eco de lo dicho por la Corte IDH, ya que los procesos 

ambientales, en donde se dictan sentencias para efectivizar el derecho a un medio ambiente 

sano, son piedra basal de la protección social de los recursos compartidos de la comunidad, por 

lo cual el acceso al conocimiento es clave. Así lo ha entendido este tribunal internacional. 

 

El caso Reyes es relevante, a su vez, porque la Corte IDH explica que el derecho de acceso 

a la información pública no se limita a la información que produce o controla el Estado, sino 

también la que se deriva de concesiones estatales, por ejemplo. 

 

La Argentina ha desarrollado federalmente sus marcos legales en el área ambiental. 

Cada provincia tiene soberanía sobre sus recursos naturales y la regulación ambiental nacional 

todavía está en una etapa inicial; solo en las últimas décadas se han tomado más seriamente 

los temas ambientales a nivel federal, con casos como “Salas”.38 A grandes rasgos, el derecho 

 
33 Esto es legible en el caso CIPPEC C/ EN - MO DESARROLLO SOCIAL - DTO. 1172/03 S/ AMPARO LEY 16.986, Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, 26/3/2014, Fallos: 337:256. 
34 https://www.argentina.gob.ar/aaip/accesoalainformacion/principios 
35 https://drive.google.com/file/d/1XHoNX2BxsNxoCHjPvOWodgfK_tDxxSI7/view (Clase 5). 
36 https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_151_esp.pdf 
37 El caso Reyes es particularmente destacable en el marco de esta monografía por su carácter singular de ser un 
caso  reconocido sobre acceso a la información, citado por la CSJN, en el cual se demanda ser informado sobre una 
evaluación de impacto ambiental desarrollada para aprobar un proyecto relacionado con una actividad económica 
chilena. 
38 https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/consultaSumarios/buscarSumariosFallo.html?idSumario=144844 

https://www.argentina.gob.ar/aaip/accesoalainformacion/principios
https://drive.google.com/file/d/1XHoNX2BxsNxoCHjPvOWodgfK_tDxxSI7/view
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_151_esp.pdf
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/consultaSumarios/buscarSumariosFallo.html?idSumario=144844
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al ambiente sano se manifiesta en el art. 41 de la CN,39 en cuyo texto también encontramos el 

derecho a la información pública ambiental. Estos derechos son reglamentados en la legislación 

nacional por la Ley General del Ambiente (25.675),40 la cual establece en cuanto a la 

información pública que la política ambiental de la Nación debe “organizar e integrar la 

información ambiental y asegurar el libre acceso de la población a la misma”.  

 

Este precepto de acceso a información ambiental por el mero pedido no justificado es 

enfatizado por la Ley de Régimen de Libre Acceso a la Información Pública Ambiental 

(25.831),4142 que en su artículo 3 dice: “Acceso a la información. El acceso a la información 

ambiental será libre y gratuito para toda persona física o jurídica, a excepción de aquellos gastos 

vinculados con los recursos utilizados para la entrega de la información solicitada. Para acceder 

a la información ambiental no será necesario acreditar razones ni interés determinado. Se 

deberá presentar formal solicitud ante quien corresponda, debiendo constar en la misma la 

información requerida y la identificación del o los solicitantes residentes en el país, salvo 

acuerdos con países u organismos internacionales sobre la base de la reciprocidad”. Así, queda 

garantizada la gratuidad, que es un principio del acceso a la información pública. Esta Ley ha 

sido utilizada, por ejemplo, en el caso “Giustiniani, Rubén Héctor c/ Y.P.F.” (2015),43 para 

solicitar información pública en un caso contencioso.44 Esta norma también brinda una 

definición de información ambiental: “Se entiende por información ambiental toda aquella 

información en cualquier forma de expresión o soporte relacionada con el ambiente, los 

recursos naturales o culturales y el desarrollo sustentable. En particular: a) El estado del 

ambiente o alguno de sus componentes naturales o culturales, incluidas sus interacciones 

recíprocas, así como las actividades y obras que los afecten o puedan afectarlos 

 
39 Constitución Nacional,, “Artículo 41: Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, 
apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin 
comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará 
prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. 
Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la 
preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación 
ambientales. 
Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las 
provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. (...)”. El resaltado 
es propio. 
40 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/75000-79999/79980/norma.htm 
41 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/90000-94999/91548/norma.htm 
42 https://www.youtube.com/watch?v=lPqUl0S0odU 
43 
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=726450
3&cache=1534079974561 
44 En este caso particular, la CSJN ha dicho que el DAIP es de carácter constitucional y convencional y no puede ser 
suspendido su cumplimiento o excluida una persona como sujeto obligado por ley (en este caso, por el art. 15 de 
la Ley 26.741), cuando claramente se desprende de la práctica que posee información relevante para el 
funcionamiento estatal (considerandos 19 y 20).  

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/75000-79999/79980/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/90000-94999/91548/norma.htm
https://www.youtube.com/watch?v=lPqUl0S0odU
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7264503&cache=1534079974561
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7264503&cache=1534079974561
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significativamente; b) Las políticas, planes, programas y acciones referidas a la gestión del 

ambiente” (artículo 2). 

 

La promoción de la participación ciudadana en temas de ambiente es consonante, 

asimismo, con lo estipulado por la Ley de Voluntariado Social.45 

 

Resumidamente, el derecho al ambiente es fomentado por el derecho al acceso a la 

información pública, como estipulamos en el apartado 1.3; y en este círculo virtuoso, la 

protección del ambiente también dará un marco más sano para que la información se produzca 

y circule acordemente con el desarrollo sostenible de la sociedad. A medida que se incrementa 

el nivel de información entre las partes, disminuyen los temores para la toma de decisión en 

general y se explicitan los intereses, ya sea en materia legislativa, administrativa o judicial; por 

lo cual, entendida la información como bien público y social, se reducen las conflictividades y 

las discusiones fútiles sobre cuestiones que serían saldadas sencillamente con una base de 

datos compartida.4647 

 

2.1 EL ROL DEL MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE EN EL ACCESO 

A LA INFORMACIÓN 

 

En el derecho ambiental, un área en donde abundan especialistas y el lenguaje técnico 

es habitual, la dificultad del acceso a la información sería una valla más a superar para el 

ciudadano si esta estuviera presente. Por eso, el desarrollo del acceso a la información es clave, 

como desarrollaremos. 

 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de la Nación es el organismo ejecutivo 

central de aplicación de la legislación ambiental nacional y dispone de una plataforma 

denominada “Centro de Información Ambiental” que brinda datos al ciudadano de una variedad 

de temas de la competencia de dicho Ministerio.48 Entre los datos, encontramos información 

 
45 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/90000-94999/91604/norma.htm 
46 https://www.youtube.com/watch?v=kjTcwSwzwVA 
47 Algunos temas de relevancia han probado su amplia dificultad para el debate en los medios de información de 
la Argentina, tales como la inflación y el ingreso relativo a los precios al consumidor, por ejemplo, ya que los actores 
de los poderes políticos no se han puesto de acuerdo en cuáles son los índices más confiables para medir dichas 
cuestiones. En consecuencia, muchos no poseen un know how para acceder a dichos datos de un sitio que sean 
aceptados por cualquier otro ciudadano, por lo cual las discusiones se tornan más sobre la técnica de medición o 
sobre la fuente que sobre el fondo del asunto para resolver las problemáticas (los informes del INDEC, por ejemplo, 
son complejos técnicamente). Es decir, obviando cuestiones de procedimiento, se carece de consensos. En materia 
ambiental esto puede resultar dañino al momento de legislar o de tomar decisiones que impacten sobre cuestiones 
no reversibles.  
48 https://www.argentina.gob.ar/ambiente/ciam 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/90000-94999/91604/norma.htm
https://www.youtube.com/watch?v=kjTcwSwzwVA
https://www.argentina.gob.ar/ambiente/ciam
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sobre monitoreos, residuos, cambio climático, bosques y suelos, biodiversidad, parques 

nacionales y aguas, glaciares y ecosistemas acuáticos. 

 

Dentro del sitio oficial,49 encontramos que la información la provee la Red Federal de 

Monitoreo Ambiental (Red FEMA),50 que depende del Ministerio y trabaja en coordinación con 

los ministerios provinciales. 

 

3. EL ACCESO A LAS EVALUACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL Y SU CARÁCTER 

PARTICULAR COMO GENERADORAS DE INFORMACIÓN PÚBLICA 

 

En este punto nos enfocaremos en el derecho de acceso a la información de las 

evaluaciones de impacto ambiental y la repercusión que tienen como institución en la protección 

del medio ambiente argentino y, consecuentemente, en el desarrollo sostenible de la sociedad. 

En lo particular, un mejor acceso a la información pública podría brindar una mejor aplicación 

del artículo 11 de la LGA.51 Una mejor reglamentación de la LGA en materia de definición sobre 

las evaluaciones de impacto ambiental llevaría, a su vez, a una adecuación mayor a los 

revisados artículos de la CN; en particular al artículo 41. 

 

La información pública, en general, es producida o administrada por el Estado, según lo 

establece la descripción que hace la LAIP. En derecho ambiental esto tiene una arista 

diferenciada: información privada, constitucionalmente arraigada en el derecho a ejercer una 

industria lícita, tiene una función pública por la protección que la ley otorga al ambiente, por el 

riesgo que es capaz de generar una actividad. Así, la información económica y técnica de una 

actividad brindada por privados en materia ambiental se convierte en información pública en 

manos de la administración provincial. El mecanismo por el cual se le brinda al Estado y a la 

ciudadanía esta información privada se denomina evaluación de impacto ambiental (EIA).52 

 

Dentro de las evaluaciones, en particular el estudio de impacto ambiental (EsIA) será el 

informe central que contendrá la información más relevante. El otro aspecto de las evaluaciones 

son las autorizaciones administrativas. Como la afectación del ambiente es susceptible de ser 

 
49 https://www.argentina.gob.ar/ambiente/ciam/monitoreo-ambiental 
50 https://redfema.ambiente.gob.ar/ 
51 LGA, “ARTÍCULO 11. — Toda obra o actividad que, en el territorio de la Nación, sea susceptible de degradar el 
ambiente, alguno de sus componentes, o afectar la calidad de vida de la población, en forma significativa, estará sujeta 
a un procedimiento de evaluación de impacto ambiental, previo a su ejecución”. El resaltado es propio. 
52 Este procedimiento muestra la conexión entre derecho a la información pública y derecho ambiental, puesto 
que el derecho al ambiente sano se protege en este caso a través de un procedimiento tendiente a brindar 
información al Estado y al ciudadano. 

https://www.argentina.gob.ar/ambiente/ciam/monitoreo-ambiental
https://redfema.ambiente.gob.ar/
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realizada por privados, la legislación solicita la publicidad de información respecto del impacto 

de la actividad humana económica en el ambiente. 

 

La Argentina, como otros países, requiere la identificación y evaluación de estos efectos 

en forma de una EIA para la accesibilidad a esta información. Las EIA son una herramienta de 

importancia que ayuda a los gobiernos locales y a la Nación a comprender el impacto potencial 

de un proyecto y mitigar daños antes de que estos ocurran. Pero para que sea eficaz, una EIA 

debe incluir ciertos elementos, como una evaluación del estado actual del medio ambiente 

(línea de base), que se necesita como base para evaluar el daño que podría causar el proyecto. 

Si un país no garantiza que las EIA sean efectivas, un impacto podría ignorarse y afectar así no 

solo el medio ambiente, sino también la salud, la seguridad y el bienestar socioeconómico.53 

 

El instituto jurídico “EIA” y su publicidad permite a la ciudadanía conocer no solo cuáles 

son los proyectos económicos públicos o privados que se llevan o llevarán a cabo en el territorio 

argentino, sino también reconocer los potenciales impactos que dichos proyectos tendrán. Es 

decir, son la herramienta mediante la cual tanto el Estado como los ciudadanos pueden conocer 

el estado del ambiente y sus modificaciones ocurridas o potenciales a partir de los trabajos 

humanos, por lo cual es información pública, pero de particular interés para los funcionarios y 

para los habitantes de las regiones involucradas. Así, las EIA son un instituto de gran y legítimo 

interés público y privado, en donde se conjuga el derecho constitucional del acceso a la 

información pública con el derecho privado de daños por el interés resarcitorio que pueden llegar 

a tener las personas por causa de daño ambiental (responsabilidad civil). El daño ambiental está 

esbozado en el CCCN54 (artículo 14), pero es regulado mayormente por la LGA, la cual establece 

también en su artículo 16: 

 

ARTÍCULO 16. — Las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, deberán 

proporcionar la información que esté relacionada con la calidad ambiental y referida a las 

actividades que desarrollan. 

Todo habitante podrá obtener de las autoridades la información ambiental que 

administren y que no se encuentre contemplada legalmente como reservada. 

El daño ambiental y el acceso a la información ambiental se encuentran legislados, así, 

en la misma norma (a veces considerada un prototipo de “Código Ambiental de la Nación”, ya 

que abarca principios, EIA, presupuestos mínimos, políticas públicas, reparaciones por daños, 

 
53 El problema de la contaminación, por ejemplo, tiene aristas sociales, sanitarias, económicas y turísticas. 
54 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/235000-239999/235975/norma.htm 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/235000-239999/235975/norma.htm
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organismos de control y cuestiones procesales). Esto responde a que el derecho a la información 

ambiental que está en manos de una autoridad es pública y es la herramienta que tiene el 

ciudadano para evitar daños, pero también para defenderse de o explicar daños en curso. 

 

Las EIA finalizan con la Declaración de Impacto Ambiental (DIA), que son la parte 

conclusiva en la que la administración enuncia públicamente su aprobación o no del proyecto, 

o si este deberá llevarse a cabo teniendo en cuenta la reducción o limitación de ciertos 

componentes. 

 

3.1 EL IMPACTO AMBIENTAL ACUMULATIVO Y LA FALTA DE INFORMACIÓN 

 

El impacto ambiental acumulativo o estudio de impactos ambientales acumulativos 

(EIAs) es una explicación pormenorizada del alcance del potencial daño en determinada zona 

de una actividad económica o productiva, pero tomando en cuenta la multiplicidad de daños a 

producirse por la acumulación de los efectos de la reiteración de dicha actividad. Dicho de otra 

forma, es una EIA regular con la añadidura de la puesta en juego de la acumulación de los 

diversos impactos en el medio ambiente.55 De este último concepto trata el caso “Salas”, que 

analizaremos a continuación. 

 

Es relevante mencionar la posibilidad de introducir estándares para la realización de 

evaluaciones acumulativas de impactos. Por ejemplo, en Canadá tienen un Plan de Cooperación 

de Evaluación de Impacto para cumplir con el principio de "un proyecto, una evaluación".56 Estos 

planes deben satisfacer las obligaciones tanto de la Ley de Evaluación de Impacto como de la 

jurisdicción o jurisdicciones cooperantes. La cooperación puede adoptar varias formas en virtud 

de la Ley: evaluaciones coordinadas de impacto (que incluyen el intercambio de información y 

análisis), sustitución (basándose en el proceso de evaluación de una jurisdicción para el 

proyecto) o paneles de revisión. El contenido de un plan de cooperación incluye: alcance del 

proyecto, enfoque de cooperación, recopilación y revisión de la información del proponente, 

 
55 
http://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=6641951
&cache=1587056729418 
56 https://www.canada.ca/en/services/environment/conservation/assessments/environmental-
reviews/environmental-assessment-processes/ia-
handbook.html#:~:text=%E2%80%9COne%20project%2C%20one%20assessment%E2%80%9D,that%20of%2
0the%20federal%20government. 

http://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=6641951&cache=1587056729418
http://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=6641951&cache=1587056729418
https://www.canada.ca/en/services/environment/conservation/assessments/environmental-reviews/environmental-assessment-processes/ia-handbook.html#:~:text=%E2%80%9COne%20project%2C%20one%20assessment%E2%80%9D,that%20of%20the%20federal%20government.
https://www.canada.ca/en/services/environment/conservation/assessments/environmental-reviews/environmental-assessment-processes/ia-handbook.html#:~:text=%E2%80%9COne%20project%2C%20one%20assessment%E2%80%9D,that%20of%20the%20federal%20government.
https://www.canada.ca/en/services/environment/conservation/assessments/environmental-reviews/environmental-assessment-processes/ia-handbook.html#:~:text=%E2%80%9COne%20project%2C%20one%20assessment%E2%80%9D,that%20of%20the%20federal%20government.
https://www.canada.ca/en/services/environment/conservation/assessments/environmental-reviews/environmental-assessment-processes/ia-handbook.html#:~:text=%E2%80%9COne%20project%2C%20one%20assessment%E2%80%9D,that%20of%20the%20federal%20government.
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intercambio de información y declaración de decisión (planes para coordinar el desarrollo en las 

condiciones de aprobación).57 

 

3.2 EL ACUERDO DE ESCAZÚ Y LAS EVALUACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL 

 

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso 

a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe58 es el tratado internacional 

más relevante en América Latina para el derecho de acceso a la información ambiental, y fue 

firmado por la Argentina el 27 de septiembre de 2018.59 Este dice en su artículo 2: “por 

‘información ambiental’ se entiende cualquier información escrita, visual, sonora, electrónica o 

registrada en cualquier otro formato, relativa al medio ambiente y sus elementos y a los recursos 

naturales, incluyendo aquella que esté relacionada con los riesgos ambientales y los posibles 

impactos adversos asociados que afecten o puedan afectar el medio ambiente y la salud, así 

como la relacionada con la protección y la gestión ambientales; (...)”.  

 

El acceso podrá incluir “información de los procesos de evaluación de impacto ambiental 

y de otros instrumentos de gestión ambiental, cuando corresponda, y las licencias o permisos 

ambientales otorgados por las autoridades públicas” (artículo 6, inciso 3, acápite h). Asimismo, 

el tratado mencionado estipula que cada parte “garantizará mecanismos de participación del 

público en los procesos de toma de decisiones, revisiones, reexaminaciones o actualizaciones 

relativos a proyectos y actividades, así como en otros procesos de autorizaciones ambientales 

que tengan o puedan tener un impacto significativo sobre el medio ambiente, incluyendo 

cuando puedan afectar la salud” (artículo 7, inciso 2). De esta manera, la evaluación de los 

impactos y la participación ciudadana quedarían enlazadas en la normativa argentina, siendo 

esta última una condición para la garantización de la eficiencia en el diseño de las decisiones 

ambientales. 

 

Específicamente sobre las EIA, se establece: “La difusión de las decisiones que resultan 

de las evaluaciones de impacto ambiental y de otros procesos de toma de decisiones 

ambientales que involucran la participación pública deberá realizarse a través de medios 

apropiados, que podrán incluir los medios escritos, electrónicos u orales, así como los métodos 

tradicionales, de forma efectiva y rápida. La información difundida deberá incluir el 

 
57 https://www.canada.ca/en/impact-assessment-agency/services/policy-guidance/practitioners-guide-impact-
assessment-act/overview-cooperation-plan.html 
58 https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43595/1/S1800429_es.pdf 
59 https://www.argentina.gob.ar/noticias/argentina-firmo-el-primer-acuerdo-regional-sobre-el-acceso-la-
informacion-la-participacion 

https://www.canada.ca/en/impact-assessment-agency/services/policy-guidance/practitioners-guide-impact-assessment-act/overview-cooperation-plan.html
https://www.canada.ca/en/impact-assessment-agency/services/policy-guidance/practitioners-guide-impact-assessment-act/overview-cooperation-plan.html
https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43595/1/S1800429_es.pdf
https://www.argentina.gob.ar/noticias/argentina-firmo-el-primer-acuerdo-regional-sobre-el-acceso-la-informacion-la-participacion
https://www.argentina.gob.ar/noticias/argentina-firmo-el-primer-acuerdo-regional-sobre-el-acceso-la-informacion-la-participacion
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procedimiento previsto que permita al público ejercer las acciones administrativas y judiciales 

pertinentes” (artículo 7, inciso 9). Luego, se mencionan los impactos ambientales acumulativos 

de la siguiente manera: “En lo que respecta a los procesos de toma de decisiones ambientales 

a los que se refiere el párrafo 2 del presente artículo, se hará pública al menos la siguiente 

información: (...) b) la descripción de los impactos ambientales del proyecto o actividad y, según 

corresponda, el impacto ambiental acumulativo; (...)” (artículo 7, inciso 17, acápite b).  

 

No obstante, este acuerdo no se encuentra ratificado por la Argentina, por lo cual no es 

vinculante. Aun así, el Congreso se encuentra cercano a hacerlo,6061 y ya hay proyecto de ley de 

ratificación.62 

 

4. EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA AMBIENTAL EN EL CASO “SALAS” ANTE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

 

En lo particular, para tratar el acceso a la información pública a través de las 

evaluaciones de impacto ambiental, se analizará el caso “Salas”,63 cuyo trámite ha sido 

finalizado ante la CSJN. En total, la Corte intervino en cinco ocasiones con decisiones distintas, 

lo cual incluyó en su trámite una audiencia pública.64 Durante la audiencia pública del caso, se 

escuchó a los oradores de ambas partes y a los amigos del tribunal,65 como FARN, por ejemplo.66 

El caso llegó a la competencia federal luego de una incompetencia autodeclarada del poder 

judicial provincial salteño. 

 

En este caso, la parte actora solicitó una medida cautelar y, consecuentemente, una 

decisión judicial en sentencia para que se suspenda y/o se prohíba la tala o desmonte de los 

bosques nativos de la Provincia de Salta de regiones de San Martín, Orán, Rivadavia y Santa 

Victoria. A su vez, se solicitó que “se declare la inconstitucionalidad y nulidad absoluta e 

insanable de las autorizaciones otorgadas a esos efectos y se prohíba otorgarlas en el futuro, 

se imponga a las demandadas el deber de recomponer y restablecer el ambiente al estado 

 
60 https://farn.org.ar/argentina-cada-vez-mas-cerca-de-ratificar-el-acuerdo-de-escazu/ 
61 https://www.youtube.com/watch?v=Ftu9b0N3Sw8 
62 https://www.diputados.gov.ar/proyectos/proyecto.jsp?exp=4527-D-2019 
63 http://www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires-salas-dino-
otros-salta-provincia-estado-nacionalamparo-fa09000029-2009-03-26/123456789-920-0009-0ots-
eupmocsollaf 
64 https://www.youtube.com/watch?v=pQKlsQBy-eY 
65 Los amicus curiae son una creciente forma de participación ciudadana en los procesos judiciales de incidencia 
colectiva ante la CSJN que han sido reglamentados por las acordadas 4/2004 y 7/2013. 
66 Las audiencias públicas, en estos casos, suelen incluir amigos del tribunal de ambas partes, lo cual sirve al 
propósito de generar un espacio institucional en el cual se puedan confrontar los argumentos, promoviendo la 
transparencia en la toma de decisiones. 

https://farn.org.ar/argentina-cada-vez-mas-cerca-de-ratificar-el-acuerdo-de-escazu/
https://www.youtube.com/watch?v=Ftu9b0N3Sw8
https://www.diputados.gov.ar/proyectos/proyecto.jsp?exp=4527-D-2019
http://www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires-salas-dino-otros-salta-provincia-estado-nacionalamparo-fa09000029-2009-03-26/123456789-920-0009-0ots-eupmocsollaf
http://www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires-salas-dino-otros-salta-provincia-estado-nacionalamparo-fa09000029-2009-03-26/123456789-920-0009-0ots-eupmocsollaf
http://www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos-aires-salas-dino-otros-salta-provincia-estado-nacionalamparo-fa09000029-2009-03-26/123456789-920-0009-0ots-eupmocsollaf
https://www.youtube.com/watch?v=pQKlsQBy-eY
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anterior a la producción del daño y, en caso de no resultar ello técnicamente factible, se fije una 

indemnización sustitutiva a favor de las comunidades indígenas y agrupaciones criollas de la 

zona, sin perjuicio de lo que corresponda a otros afectados y al Fondo de Compensación 

Ambiental creado por la ley 25.675”.67 

 

Lo que se buscaba evitar era la deforestación y la tala indiscriminada que perjudica al 

ecosistema de los bosques salteños. El argumento jurídico estuvo principalmente basado en la 

necesidad de la flora, la fauna local y de los habitantes de la Argentina de tener zonas boscosas 

en el país para la sustentabilidad de la sociedad. Es decir, se solicitó el cese de la actividad 

económica en el área mediante una acción colectiva de amparo, presentada por comunidades 

de pobladores originarios. Se reclamó ante la CSJN que no se habían realizado estudios de 

impacto ambiental para los proyectos de deforestación de los bosques nativos salteños. El 

problema central del caso era la falta de reconocimiento de los impactos de modo acumulativo, 

ya que los estudios se habían realizado independientemente el uno del otro, sin considerar los 

posibles daños de manera completa y relacional.68 La CSJN entendió que la falta de información 

de la administración en cuanto al riesgo hacía menester detener la habilitación de los 

desmontes, hasta tanto no se realizaran evaluaciones de impacto ambiental acumulativo. 

 

Para profundizar en este aspecto, debemos distinguir el accionar individual de desmonte 

del accionar colectivo de desmonte. El análisis individual de las acciones de desmonte en el 

caso Salas, se percibía limitadamente el alcance del daño ambiental, puesto que se consideraba 

una línea de base al día de una fecha presuponiendo que el impacto estudiado sería aislado, 

sin considerar los impactos correlativos o contemporáneos. Se ordenó, por eso, hacer 

evaluaciones de impacto ambiental basadas en el accionar colectivo sobre el territorio salteño 

para cuantificar los daños correctamente y así poder evaluar colectivamente los impactos 

potenciales, que se interrelacionan cuando están en curso. 

 

Aquí vemos llevado a la práctica uno de los problemas axiales de la carencia de acceso 

a la información pública por parte de los ciudadanos, por parte de la administración provincial y 

por parte de los jueces, que deben fallar aplicando criterios jurídicos a la información que 

brindan las partes. Un déficit administrativo provincial en materia de transparencia y de solicitud 

de información hizo que la CSJN tuviera que acceder a tutelar y proteger los bosques nativos, 

 
67 
http://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoSumario.html?idDocumentoSumario=8893
3 
68 A su vez, se reclamó la protección de las tierras de los pueblos originarios, cuya preexistencia se reconoce 
constitucionalmente (art. 75 inc. 17 CN). 

http://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoSumario.html?idDocumentoSumario=88933
http://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoSumario.html?idDocumentoSumario=88933
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cuya competencia sería —por regla— local. Según la propia CSJN, en Salas se utilizó la falta de 

información pública ambiental como punto acreditante a favor de la actora en cuanto acredita 

la verosimilitud en el derecho y el peligro en la demora: “Que la medida adoptada por esta Corte 

se funda en el principio precautorio contemplado en la Ley General del Ambiente 25.675”.69 

 

4.1 EL PRINCIPIO PRECAUTORIO Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA SEGÚN EL 

CASO “SALAS” 

 

En esta causa podemos identificar como central el principio precautorio,7071 el cual indica 

que el Estado argentino debe tender en materia ambiental a prevenir ante la falta de información 

pública y anticipar los daños posibles, antes que repararlos cuando ya hayan ocurrido. Es decir, 

“cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de información o certeza científica 

no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de 

los costos, para impedir la degradación del medio ambiente”.72 

 

Un párrafo relevante del caso Salas destaca: “El principio precautorio produce una 

obligación de previsión extendida y anticipatoria a cargo del funcionario público. Por lo tanto, 

no se cumple con la ley si se otorgan autorizaciones sin conocer el efecto, con el propósito de 

actuar una vez que esos daños se manifiesten. Por el contrario, el administrador que tiene ante 

sí dos opciones fundadas sobre el riesgo, debe actuar precautoriamente, y obtener previamente 

 
69 
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=664195
1&cache=1596372718410, ¶2. 
70 LGA, “ARTÍCULO 4º — La interpretación y aplicación de la presente ley, y de toda otra norma a través de la cual se 
ejecute la política Ambiental, estarán sujetas al cumplimiento de los siguientes principios: Principio precautorio: 
Cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de información o certeza científica no deberá 
utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la 
degradación del medio ambiente”. 
Internacionalmente, este principio fue esbozado en la Carta Mundial de la Naturaleza de 1982 y enunciado 
expresamente en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, firmada en la Conferencia de Río 
de 1992. Específicamente, la mencionada Declaración dice en su Principio 15: “Con el fin de proteger el medio 
ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando 
haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente”.  
Además de en “Salas”, este principio ha sido tratado por la CSJN en casos como “Vargas, Ricardo Marcelo c/ San 
Juan, Provincia de y Otros s/ Daño ambiental”: “En virtud de los principios precautorio y de cooperación previstos 
en la Ley General de Ambiente, dado el carácter binacional del emprendimiento minero, cabe considerar las decisiones 
jurisdiccionales adoptadas por el país extranjero que ordena la paralización de su construcción y en el marco de las 
facultades instructorias del juez en el proceso ambiental, corresponde requerir informes sobre el estado de las tareas 
de monitoreo y prevención de daños, sin perjuicio de lo que en definitiva se decida respecto de la competencia”. (El 
resaltado es propio).  
71 http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/137260/Costa-Principio-de-
precaucion.pdf?sequence=1&isAllowed=y#:~:text=El%20Principio%20Precautorio,-
Para%20entender%20el&text=Cuando%20haya%20peligro%20de%20da%C3%B1o,la%20degradaci%C3%B3
n%20del%20medio%20ambiente%E2%80%9D. 
72 LGA, Artículo 4.  

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=6641951&cache=1596372718410
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=6641951&cache=1596372718410
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/137260/Costa-Principio-de-precaucion.pdf?sequence=1&isAllowed=y#:~:text=El%20Principio%20Precautorio,-Para%20entender%20el&text=Cuando%20haya%20peligro%20de%20da%C3%B1o,la%20degradaci%C3%B3n%20del%20medio%20ambiente%E2%80%9D.
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/137260/Costa-Principio-de-precaucion.pdf?sequence=1&isAllowed=y#:~:text=El%20Principio%20Precautorio,-Para%20entender%20el&text=Cuando%20haya%20peligro%20de%20da%C3%B1o,la%20degradaci%C3%B3n%20del%20medio%20ambiente%E2%80%9D.
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/137260/Costa-Principio-de-precaucion.pdf?sequence=1&isAllowed=y#:~:text=El%20Principio%20Precautorio,-Para%20entender%20el&text=Cuando%20haya%20peligro%20de%20da%C3%B1o,la%20degradaci%C3%B3n%20del%20medio%20ambiente%E2%80%9D.
http://repositorio.uchile.cl/bitstream/handle/2250/137260/Costa-Principio-de-precaucion.pdf?sequence=1&isAllowed=y#:~:text=El%20Principio%20Precautorio,-Para%20entender%20el&text=Cuando%20haya%20peligro%20de%20da%C3%B1o,la%20degradaci%C3%B3n%20del%20medio%20ambiente%E2%80%9D.
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la suficiente información a efectos de adoptar una decisión basada en un adecuado balance de 

riesgos y beneficios”.73 En una nota publicada en la Unión Internacional para la Conservación 

de la Naturaleza, de carácter consultivo en la ONU, se ha mencionado la aplicación este principio 

en la Argentina, citando el párrafo entre comillas.74 

 

La CSJN afirmó que las condiciones en que se ha constituido el derecho argentino deja 

la competencia a las provincias del cuidado general de sus respectivos ambientes, salvo casos 

interjurisdiccionales. No obstante, el concepto de daño, derivado del Código Civil y Comercial de 

la Nación, amparado por el CPCCN y por el deber de reparación constitucional del artículo 41, 

habilita a la CSJN a realizar un control cautelar de los procedimientos administrativos que 

habilitan a las personas a realizar actividades económicas potencialmente dañinas. Este control 

se basa en la falta de información pública, lo cual activa la precaución debida del Estado. 

 

En Salta, donde transcurrió el caso, el organismo administrativo a cargo del ambiente (y 

de supervisar las EIA) es el Ministerio de Ambiente y Producción Sustentable,75 que cuenta con 

un registro de profesionales y sociedades consultoras habilitados para realizar EIA.7677 A este 

registro deben acudir aquellos privados que quieran elaborar un proyecto cuyo impacto pueda 

llegar a definir una modificación en el ecosistema. 

 

La Ley General del Ambiente enlaza inextricablemente el concepto de daño ambiental y 

el principio precautorio con el acceso a la información pública, y la Corte así lo entiende. El 

principio precautorio se aplica, al decir de la Prof. Leila Devia,78 cuando el riesgo es dudoso, a 

diferencia del principio preventivo, que se aplica cuando el riesgo es cierto y el daño es dudoso; 

clásico instituto, este último, de la responsabilidad civil. Este indica que el Estado argentino debe 

tender en materia ambiental a resguardar a los ciudadanos y al ambiente y anticipar los daños 

posibles, antes que repararlos cuando ya hayan ocurrido. Su aplicación cobra importancia 

cuando no se tienen conocimientos científicos del riesgo de la actividad, pero sí sospechas. 

Además, en el principio precautorio se invierte la carga de la prueba, lo cual provoca que el 

titular de la pretensión de impactar al ambiente deba probar que su conducta no causaría un 

daño. 

 
73 El resaltado es propio. 
74 https://www.iucn.org/news/world-commission-environmental-law/201811/jurisprudencia-ambiental-de-la-
corte-suprema-de-justicia-argentina#_ftn13 
75 http://ambiente.salta.gov.ar/area/22/registro-esia.html 
76 http://ambiente.salta.gov.ar/assets/uploads/documentos/consultoresregistrados_20200706100216.pdf 
77 
http://ambiente.salta.gov.ar/assets/uploads/documentos/firmasconsultorasregistradas_20200706100605.pdf 
78 https://www.youtube.com/watch?v=4TP-0NQPVOs 

https://www.iucn.org/news/world-commission-environmental-law/201811/jurisprudencia-ambiental-de-la-corte-suprema-de-justicia-argentina#_ftn13
https://www.iucn.org/news/world-commission-environmental-law/201811/jurisprudencia-ambiental-de-la-corte-suprema-de-justicia-argentina#_ftn13
http://ambiente.salta.gov.ar/area/22/registro-esia.html
http://ambiente.salta.gov.ar/assets/uploads/documentos/consultoresregistrados_20200706100216.pdf
http://ambiente.salta.gov.ar/assets/uploads/documentos/firmasconsultorasregistradas_20200706100605.pdf
https://www.youtube.com/watch?v=4TP-0NQPVOs
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No es posible realizar acciones tendientes a la producción económica o al 

aprovechamiento de los recursos naturales y sociales de un ambiente si no se han realizado los 

respectivos estudios de impacto ambiental de forma acumulativa. Esta interpretación se basa 

en acontecimientos que deben ser probados ante un tribunal para que una medida cautelar sea 

resuelta. No obstante, la Corte declaró que el caso visto no es de su competencia, pese a la letra 

del artículo 117 de la CN, que indica que los litigios contra provincia tendrán sede originaria en 

la CSJN. 

 

4.2 ¿PRESUPUESTOS MÍNIMOS EN LAS EVALUACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL? LA 

ENSEÑANZA DEL CASO SALAS: MEJOR INFORMACIÓN, MEJORES DECISIONES 

 

Desde que ha surgido la etapa de preparación y aplicación de presupuestos mínimos en 

materia ambiental, habilitada a partir de la reforma constitucional de 1994 e impulsada por la 

LGA en el año 2002, se ha empezado a comentar sobre la posibilidad de desarrollar una ley de 

presupuestos mínimos nacional, que abarque no solamente caracterizaciones de la protección 

debida, sino también procedimientos que detallen qué información será requerida por el Estado 

para la aprobación de un EsIA. Actualmente, solo son requeridos a nivel nacional por la LGA.  

 

Entre los ítems que debería desarrollar una ley de PPMM en este área, para mejorar el 

alcance del derecho a la información pública ambiental, debemos destacar algunas propuestas:  

acceso ciudadano a la información brindada por las EIA al Estado,  

participación ciudadana en los procedimientos a través de reuniones, 

sistemas de audiencias públicas,  

enumeración de casos en los que deben realizarse una EIA,  

inclusión de conceptos de “screening” y “scoping”, 

desarrollo de un registro nacional de EIA según provincia y rubro, 

requisitos del EsIA y quiénes pueden llevarlo a cabo,  

modos de comunicar las etapas del procedimiento a la ciudadanía,  

reglas para evaluación de impactos acumulativos y  

reglas para evaluación de impactos interjurisdiccionales. 

 

Se debe recalcar que las EIA son el instrumento a través del cual el Estado solicita que 

la información privada acerca de los riesgos ambientales sean trasladados a la esfera de la 

información pública, sobre la cual consecuentemente recaerá la normativa que a tal efecto se 

legisle. Por esto, es importante mencionar que mientras más abarcativo sea el presupuesto 
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mínimo exigible a toda administración sobre los ítems a tomar en cuenta para la realización de 

las evaluaciones, mejor información tendrá la ciudadanía como contraprestación por haber 

elevado las exigencias de informar. Así, el derecho de acceso a la información ambiental 

encontrará del otro lado una respuesta completa y adecuada para que la ciudadanía pueda 

participar correctamente en estos procedimientos. 

 

En el marco de la pandemia por COVID-19, el COFEMA se encuentra trabajando en una 

propuesta de proyecto de ley para imponer PPMM en materia de EIA.79 

 

Hoy todavía es dificultoso intentar acceder a registros provinciales que expliciten cuáles 

son los profesionales o entidades habilitadas para llevar a cabo estas evaluaciones. FARN ha 

propuesto la creación de un registro nacional de personas habilitadas para realizar EIA: “En ese 

sentido, y a los fines de facilitar la transparencia y mejorar el escrutinio público, resulta 

sumamente necesaria la creación de un registro de personas físicas o jurídicas, públicas o 

privadas que sean idóneas en materia de EIA. El mismo operará como sistema que nuclee 

Consultores y Centros de Investigación, y podrá ser de carácter provincial, integrando 

información a nivel nacional”.80 

 

4.3 UNA PROPUESTA PARA UNA AUTORIDAD DE CONTRALOR DEL ASPECTO INFORMATIVO 

DE UNA POSIBLE LEY DE PRESUPUESTOS MÍNIMOS PARA LAS EVALUACIONES DE IMPACTO 

AMBIENTAL 

 

Podemos destacar que una posible ley de PPMM podría incluir dentro de sus 

especificaciones, para mejor difusión de la información contenida en las EIA, una agencia 

nacional de contralor de las agencias provinciales, en consonancia con lo estipulado por la LAIP. 

Esta agencia podría trabajar en conjunto con la AAIP. Una posibilidad análoga sería nombrar 

legalmente a la AAIP como órgano administrativo de contralor del cumplimiento de lo estipulado 

por la hipotética ley de PPMM de EIA en cuanto a la publicación de la información, fundada en 

que las EIA son básicamente un envío de información de una persona privada al Estado.  

 

Estas dos propuestas no estarían exentas de críticas basadas en el art. 124 de la CN. La 

Nación puede imponer PPMM (art. 41 de la CN), ¿pero podría verificar su cumplimiento y emitir 

 
79 https://www.argentina.gob.ar/noticias/las-provincias-realizan-sus-aportes-al-proyecto-de-ley-de-
presupuestos-minimos-de 
80 https://www.farn.org.ar/wp-content/uploads/2018/06/Requisitos-m%C3%ADnimos-para-una-ley-de-
Presupuestos-M%C3%ADnimos-de-Evaluaci%C3%B3n-de-Impacto-Ambiental.pdf 

https://www.argentina.gob.ar/noticias/las-provincias-realizan-sus-aportes-al-proyecto-de-ley-de-presupuestos-minimos-de
https://www.argentina.gob.ar/noticias/las-provincias-realizan-sus-aportes-al-proyecto-de-ley-de-presupuestos-minimos-de
https://www.farn.org.ar/wp-content/uploads/2018/06/Requisitos-m%C3%ADnimos-para-una-ley-de-Presupuestos-M%C3%ADnimos-de-Evaluaci%C3%B3n-de-Impacto-Ambiental.pdf
https://www.farn.org.ar/wp-content/uploads/2018/06/Requisitos-m%C3%ADnimos-para-una-ley-de-Presupuestos-M%C3%ADnimos-de-Evaluaci%C3%B3n-de-Impacto-Ambiental.pdf
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informes sobre la publicación y tratamiento de la información pública ambiental por fuera de la 

competencia judicial? Mientras la Nación no se inmiscuya en la administración de los RRNN (de 

dominio originario provincial), tal vez podría considerar la generación de un sistema digital en el 

cual sean cargadas las distintas evaluaciones que se vayan autorizando o no, de modo que 

todos los ciudadanos, y los especialistas, puedan fácilmente revisar cuáles son los criterios que 

cada agencia provincial está sosteniendo para la aprobación o el rechazo de proyectos 

económicos. A su vez, esta propuesta permitiría la revisión cierta de impactos acumulativos, ya 

que los especialistas podrían servirse de una plataforma unificada y actualizada para 

compararlos y ver si afectan las mismas zonas. Esto abarcaría la digitalización de los 

expedientes de las provincias y de C.A.B.A., para poder acceder a los EsIA. 

 

La Ley 26.639 de Régimen de Presupuestos Mínimos para la Preservación de los 

Glaciares y del Ambiente Periglacial, por ejemplo, ha establecido como PPMM para la protección 

de glaciares el Inventario Nacional de Glaciares: “Inventario. Créase el Inventario Nacional de 

Glaciares, donde se individualizarán todos los glaciares y geoformas periglaciares que actúan 

como reservas hídricas existentes en el territorio nacional con toda la información necesaria 

para su adecuada protección, control y monitoreo” (artículo 3).81 Este artículo ejemplifica un 

presupuesto mínimo impuesto por el Congreso respondiendo al mandato del artículo 41 de la 

CN, mediante la autorización a una novedosa entidad nacional para la supervisión de 

información que concierne a los RRNN provinciales. Es decir, los legisladores no han 

considerado que la solicitud de información ambiental, su examinación y contralor constituyan 

por parte de la Nación una intromisión en las competencias originarias de las provincias, sino 

un medio más para la protección del ambiente y para el cumplimiento de las normativas de 

acceso a la información pública. En otras palabras, los PPMM abarcan la solicitud legal de 

información provincial para la supervisión nacional de los RRNN. 

 

5. CONCLUSIONES 

 

Nuestro país tiene todavía un largo camino por recorrer en materia de acceso a la 

información pública ambiental, aunque los primeros pasos ya han sido dados en el siglo XXI. 

Primeramente, la LAIP junto con sus criterios podrían ser considerados detenidamente por los 

jueces al momento de decidir sobre las cuestiones de las que hemos discurrido, lo cual podría 

darnos soluciones más auspiciosas para las problemáticas que se plantean en casos como 

“Salas”, por ejemplo, en donde la información es escasa y el thema decidendum, urgente. 

 
81 http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/170000-174999/174117/norma.htm 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/170000-174999/174117/norma.htm
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La ampliación de bases de datos públicas de sencillo y gratuito acceso será una de las 

llaves que marquen en lo cercano la calificación de la transparencia estatal, la cual facilitará, a 

su vez —o no, ante su ausencia—, la participación ciudadana en los temas ambientales. El 

revisado principio precautorio es la herramienta que nos da la legislación para reclamar medidas 

cautelares ante la falta de información pública, lo cual es la otra cara del mismo asunto. Es 

decir, al fomentar el acceso a la información pública ambiental, se mejorará posiblemente la 

participación; pero al bloquear la información, se habilita una vía por la cual reclamar el cese de 

una actividad posiblemente riesgosa con el argumento de la escasez de dicha información. 

Como vemos, la información pública en derecho ambiental repercute en el concepto de daño 

ambiental y le da forma. 

 

Sin embargo, para que el rol de la información pública sea efectivamente el de 

catalizadora de los reclamos y de una mejor administración del ambiente, la ciudadanía debe 

conocer el funcionamiento de estos intrincados mecanismos legales y conocer sus demás 

funciones y derechos. Por eso, la LAIP seguirá siendo clave para que los argentinos puedan dar 

un debate abierto sobre las cuestiones que se vayan suscitando en la agenda. Las evaluaciones 

de impacto ambiental acumulativas y el acceso a la información que producen, darán forma a 

la manera en que entenderemos el ambiente para los años que nos esperan; o brillarán ambas 

por su ausencia, tanto el estudio de los impactos como la posibilidad de acceder a la información 

sobre el medio en que vivimos, ubicando datos divididos para dar una imagen de inocuidad 

dentro en un esquema de aparente desarrollo sustentable. Ya los troyanos nos han dado el 

ejemplo; queda en nosotros imitarlos o no. 

¿Qué es un discurso parlamentario?  

Por Tomás Brusco 

El discurso parlamentario se presenta a sí mismo en las imágenes que ven los 

ciudadanos como un lenguaje en casos específico, en casos coloquial, que tiende a aproximarse 

a las problemáticas tratadas en la política cotidiana. Uno de los primeros ítems a destacar 

consiste en la diferencia entre el idioma legislativo propiamente dicho, el idioma de las normas, 

que suele ser técnico y muy específico[1], a diferencia del idioma de los legisladores nacionales, 

que se asemeja más a un discurso cotidiano. Cabe preguntarse, también, si el discurso 

parlamentario es un género en sí mismo, como puede serlo el discurso médico, historiográfico, 

matemático, etc. A primera vista (veremos si al finalizar estas páginas lo confirmamos), podemos 

https://olegisar.org/que-es-un-discurso-parlamentario/#_ftn1
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oír una «jerga» propia de la Cámara de Diputados, pero no un discurso completo, por carecer los 

legisladores de una formación común, puesto que provienen de distintas provincias y 

formaciones conceptuales o profesionales. Es decir, no se oye un discurso homogéneo al 

momento de exponer antes de la votación, sino ciertas palabras de reglamento que se repiten, 

pero que no unifican en lo semántico. 

En el debate de una ley, el discurso político —discusión aparte sobre su especificidad— 

se carga de significado y de intención, como si una serie de adjetivos lo llenaran o tiñeran: 

institucional, legal, partidario, congresual, representacional, provincial, municipal, etc. Lo que 

dice el legislador es lo mismo, tal vez, que lo que diría en una reunión privada, pero no significa 

lo mismo, puesto que el contexto modifica lo que dice ya que lo hace en nombre del Estado 

argentino como una de las máximas voces autorizadas a dirigir la política estatal. Las leyes no 

son solo normas que aplica el juez para el caso particular: son también una guía para los poderes 

ejecutivos de la Argentina, que deben tomar políticas adecuadas para perseguir lo que buscan 

las leyes de la Nación.[2] 

Un aspecto destacable de los debates en la escena del Congreso es su polarización 

argumental, dividida en los «bloques» a los que pertenece cada legislador. Sus discursos, en 

general, se matizan, limitan o modelan a favor de la postura del grupo, planteada desde una 

conducción política, sin la cual el discurso, probablemente, sería más variopinto. Hablar 

defendiendo un proyecto de ley desde cierto ámbito partidario, pese a que eso no sea lo que 

consigne la Constitución Nacional, provoca la partidización del discurso. Cabría plantearse si es 

deseable que el legislador responda en su discurrir a su propia capacidad argumentativa y a su 

manera de representar a su provincia o si debe perseguir una línea acorde a la orientación del 

partido al que pertenece o de la alianza por la que fue electo. Las normas parecen adherir a lo 

primero, pero el debate continúa abierto. A esta discusión podría pertenecer, lateralmente, el 

oxímoron de la denominada «politización» del discurso político.[3] 

Warren Bennis, profesor y consultor organizacional, habló en su obra sobre la formación 

de liderazgos, y qué rol juegan la técnica y la visión. Visión sin técnica, se obnubila; pero una 

técnica sin visión no conduce. Es decir, aplicado a la legislación (y al discurso del Congreso), que 

es un liderazgo normativo, como antes mencionamos, se precisa que ambos elementos se 

encuentren combinados para dar un resultado satisfactorio y poder abrir camino a una 

respuesta para una ciudadanía demandante. No nos servirá aplicar modelos ideológicos 

prefabricados a problemáticas nuevas sin los conocimientos específicos que nos harán 

comprender cómo mejorar ese particular, pero tampoco podemos pretender obtener resultados 

políticos con técnicas desprovistas de objetivos. Es decir, si buscamos proteger nuestro 

ambiente, por ejemplo, no podemos ignorar los conceptos que nos pueden brindar los biólogos 

https://olegisar.org/que-es-un-discurso-parlamentario/#_ftn2
https://olegisar.org/que-es-un-discurso-parlamentario/#_ftn3
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y los científicos ambientales acerca de cuál es la mejor manera de hacerlo. Tampoco los biólogos 

y demás científicos dedicados pueden ignorar el funcionamiento del Congreso, cuáles son las 

mayorías necesarias, los temas presupuestarios, y cuál es el rol de los gobiernos locales en la 

implementación de las políticas públicas ambientales, puesto que un elemento sin el otro 

difícilmente conduzca a lo que buscamos. 

Así, el discurso se tecnifica, pero sin olvidar que obedece a un mandato popular, y que 

por los argentinos debe ser estudiado y comprendido. En los juzgados sucede habitualmente 

que se reitera el lenguaje del Congreso: los abogados estudian las leyes, los abogados enseñan 

las leyes, en las facultades de derecho se repiten los conceptos legales, los abogados (antes 

estudiantes) se convierten en jueces y luego aplican lo que aprendieron en las facultades de 

derecho. En las resoluciones judiciales apreciamos el contenido normativo, y cuando este es de 

difícil comprensión o con cualidades técnicas poco apropiadas, esa deficiencia se transmite a 

las partes del proceso, y dificulta la resolución del problema que, se supone, la ley debía 

solucionar. Con ese camino, el lenguaje del Congreso se insertó en una discusión sobre una 

hipoteca, sobre la independencia del Banco Central o sobre qué debe cubrir el Programa Médico 

Obligatorio. Es decir, el impacto del discurso del Congreso es más abarcador de lo que se deriva 

del comentario de una sesión, o de lo que es la carrera de los legisladores. Por eso es relevante 

darle un marco adecuado. 

En general, las leyes son los actos de gobierno más perdurables, por lo cual seguimos 

yendo hoy a leyes como la 48 de 1863, que organiza el Poder Judicial de la Nación y es una 

norma que se utiliza prácticamente a diario en los juzgados para habilitar el recurso 

extraordinario federal. Esto es otra muestra de la relevancia del discurso del Congreso.[4] El 

análisis de la escena parlamentaria puede mostrarnos con más detalle cómo el debate 

legislativo afecta a los ciudadanos en general, y cómo la modificación de las normas da 

resultados distintos según lo que se debate dentro del recinto. Podemos distinguir en esto dos 

aspectos: en primer lugar, el efecto político que los debates tienen sobre la sociedad y la 

trayectoria de los políticos; y, en segundo lugar, el efecto de los debates sobre la legislación y 

sobre la aplicación del derecho modificado a los problemas que los abogados y las partes 

someten al conocimiento de los juzgados. En el primero de los casos, por ejemplo, cuando los 

ministros de la Nación exponen, no tienen sus palabras efecto legal ni modifican directamente 

normas, pero en muchas ocasiones dichas rendiciones de cuentas han dado resultados políticos 

notables y con más resonancia en medios de comunicación que muchos acuerdos o sanciones 

de leyes poco recordadas y/o utilizadas.[5] En estos contextos, el discurso del Congreso se 

tecnifica y adquiere una relevancia social más inmediata, puesto que un anuncio ejecutivo con 

https://olegisar.org/que-es-un-discurso-parlamentario/#_ftn4
https://olegisar.org/que-es-un-discurso-parlamentario/#_ftn5
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frecuencia impacta más rápidamente que un anuncio legislativo, que genera efectos a largo 

plazo. 

En el diálogo De Legibus, Marcus Tullius Cicero (Cicerón) escribió su máxima «Ollis salus 

populi suprema lex esto»[6], que se traduce al español contemporáneo como que la ley de mayor 

jerarquía del estado debe ser aquella que garantice la salud y prosperidad del pueblo. Esta frase 

ha sido reutilizada unánimemente por la mayoría de las corrientes políticas del siglo XX, y 

plasmada teóricamente en normas, que van desde protección de los derechos fundamentales 

hasta garantizar caminos, salubridad y seguridad. El problema central radica en la distinta 

interpretación que se le da según el autor a la frase de Cicero. ¿En dónde ponemos el énfasis 

para proteger y garantizar el bienestar generalizado? ¿Cómo plasmar en normas este concepto? 

Pareciera, hasta el día de hoy, no haber respuestas consensuadas, puesto que, para cada 

pueblo, a medida que cambia, también cambian las respuestas y los presupuestos para 

garantizar el cumplimiento de lo que prefería Cicero. Es decir, en un país que modifica 

rápidamente el foco de su economía, por ejemplo, ¿los marcos regulatorios deberán ir 

modificándose para beneficiar propuestas novedosas o se debe garantizar una protección a los 

productores tradicionales que han brindado su trabajo por generaciones? ¿Es esta siquiera una 

dicotomía válida? 

Uno de los planteos recurrentes en las clases sobre derechos humanos que se han dado 

en la Universidad de Buenos Aires en los últimos años (2015-2020) es la discusión económica 

sobre la capacidad estatal para afrontar las obligaciones que el mismo Estado se ha impuesto 

a través de los discursos parlamentarios plasmados en normas, como la constitucionalización 

de los tratados de derechos humanos de la reforma de nuestra Constitución de 1994. Una 

necesidad política llevó a un debate parlamentario, en este caso constituyente, lo cual llevó a la 

redacción del artículo 75 inc. 22 actual y a su posterior aplicación. Es evidente que el Congreso 

no ha encontrado una forma adecuada todavía de garantizar un estándar mínimo de 

operatividad para los derechos humanos en su faceta social o de acción (a diferencia de la 

faceta de abstención), en parte puesto que su efectivo cumplimiento debe ser brindado también 

por las administraciones y los poderes judiciales. Sin embargo, es el Congreso quien debe ser la 

voz de los incumplimientos de las normas que el mismo Poder Legislativo ha impuesto. 

A modo de ejemplo, el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (PIDESC), con jerarquía constitucional en la Argentina, garantiza el derecho 

a la vivienda. Sin embargo, ante los tribunales esto no es exigible más que con un «amparo 

habitacional» que, con un poco de viento a favor, garantizará subsidios o pagos de alquileres por 

un plazo. El Poder Judicial de la C.A.B.A. ha denegado este derecho a un hombre desempleado 

por no demostrar su incapacidad laboral.[7] Es decir, en la práctica jurídica, el discurso 
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parlamentario, cargado de belleza y utopía, a veces se nos desarma y se enfrenta al asfalto 

crudo de las calles céntricas y a las maderas viejas o metales pulidos de los juzgados, lo cual es 

previsible, pero mejorable. Los juzgados muchas veces tienen que autolimitarse en su tutela de 

derechos, basándose en las limitaciones económicas del erario, lo cual provoca un desfasaje 

entre el discurso legislativo y el discurso judicial. 

En lo académico, en los syllabus de las facultades de derecho no se suelen incluir 

discursos parlamentarios más que a modo de revisión de la ley en fragmentos poco claros, lo 

cual no deja de reflejar la jerarquía de normas para un estudio práctico: ley, costumbre, 

decisiones judiciales, etc. Esto revela el lugar que la academia le ha asignado al discurso 

parlamentario que no ha sido trasladado al texto legal, de poca prioridad, en contraste con la 

doctrina (los dichos de los juristas), que en general es una fuente que se menciona como 

complementaria de la ley. No obstante, esto no responde a la riqueza que aporta al estudio del 

derecho la lectura de las versiones taquigráficas. Retomando el caso de la última reforma 

constitucional, por ejemplo, podemos leer los fundamentos de la inclusión de la Jefatura de 

Gabinete (artículo 100)[8] o el derecho a un ambiente sano (artículo 41), cómo se discutieron y 

cuáles fueron las posturas en juego. A su vez, esto nos da una mirada fresca acerca de cómo 

podría haber sido otra versión de la reforma, de haber sido otro el voto popular, y habla sobre la 

relevancia de ciertos oradores. 

Los servicios de comunicación audiovisual hoy ayudan a que se conozcan los discursos 

parlamentarios y que, consecuentemente, estos cobren mayor importancia para la sociedad, ya 

que se conoce cuál es la discusión previa a la sanción de las leyes, lo cual previamente era muy 

dificultoso, ya que se debía acceder a las versiones taquigráficas en papel. Esta nueva manera 

de informarse y de informar lo que sucede al interior del recinto resalta la importancia de los 

debates, que se transmiten en vivo, y a través de los cuales puede medirse la cantidad de 

personas a quienes les interesa dicho debate, con métodos cuantitativos de apreciación de las 

visualizaciones, denominado coloquialmente «rating». 

A modo de conclusión, los discursos parlamentarios pueden ser categorizados 

genéricamente como un subgénero dentro de los discursos de índole política, en donde 

predomina la responsabilidad institucional y el ingrediente de representación pública o 

republicana que modifica el tono con el que se dirige la palabra, puesto que el emisor enmarca 

su mensaje en el reglamento del cuerpo colegiado al cual pertenece. 
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[1] Como ejemplo podemos tomar el Código Civil y Comercial de la Nación, o la Ley 

General del Ambiente, dos leyes nacionales con un lenguaje particular que sirven de guía para 

sus respectivas áreas del derecho. 

[2] La nueva virtualidad que ha implicado el 2020 para lo legislativo merece un 

tratamiento aparte, puesto que también podría hablarse sobre cómo la «sesión a distancia» 

modifica la semántica de los discursos congresuales. 

[3] Es preferible empeñar otro escrito para hablar sobre las incorrecciones, aparentes o 

no, del uso de este vocablo. 

[4] También es preciso destacar el rol de los asesores, que son formadores de opiniones 

dentro de las cámaras y colaboran en las cuestiones técnicas de las leyes. 

[5] A modo de ejemplo, es particularmente recordado, más que su voto o el proyecto de 

ley, el dicho «Mi voto no es positivo» de Julio Cobos, ex vicepresidente de la Nación. 

[6] https://la.wikisource.org/wiki/De_legibus/Liber_III 

[7] https://ijudicial.gob.ar/2014/para-hombre-en-condiciones-de-trabajar-no-prospera-

amparo-habitacional/ 

[8] Se lo incluyó en el art. 2 de la Ley 24.309. 

Análisis del decreto de fortalecimiento fiscal 

de Buenos Aires  

Por Martín Furman 

En fecha 9 de septiembre de 2020 fue publicado en el Boletín Oficial (B.O.) el Decreto Nº 

735/2020 — «FONDO PARA EL FORTALECIMIENTO FISCAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES» 

—. 

En primer lugar, cabe señalar que la extensión impuesta para el desarrollo del presente 

trabajo impide desarrollar cuestiones relacionadas con el Federalismo Fiscal. Si bien deberé 

realizar sucintos comentarios al respecto, el eje principal de este análisis tendrá por objeto 

verificar la validez del Reglamento referido. Empecemos. 

La mayoría de los países han optado por un modelo unitario para su 

organización[1],adoptando cierto grado de descentralización. Sin embargo, un gran porcentaje 

de los países más grandes del planeta han elegido el modelo federal[2]. 
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«La descentralización es una solución administrativa para problemas administrativos, 

mientras que el federalismo es una respuesta política para problemas de índole política. Dicho 

de otro modo, tras la descentralización, en general, está la racionalidad, mientras que tras el 

federalismo, está la historia.»[3] 

Partimos de la base de vivir en el octavo país más grande del mundo (sin contar los 

reclamos sobre el territorio antártico y los legítimos reclamos sobre las Islas Malvinas, Georgias 

y Sandwich del Sur). En ese sentido, cabe señalar; «La Nación Argentina adopta para su gobierno 

la forma representativa republicana federal, según la establece la presente Constitución»[4]. Es 

así que nuestro país cuenta, luego de la reforma de la Constitución Nacional en el año 1994, 

con 25 jurisdicciones autónomas: 23 provincias preexistentes al Estado Nacional, 1 ciudad 

autónoma, con autonomía derivada[5], y un Gobierno Federal. 

El Federalismo es entonces, un modo político de organización territorial, donde se fijan 

las competencias que cada estado ostentará, siendo de suma importancia el modo en que se 

repartirán los tributos recaudados por la Nación entre las provincias. Cabe ahora preguntarnos: 

¿De qué modo ocurre esto? 

El artículo 75 inciso 2 de la Constitución Nacional de 1994 prevé que: 

«[Corresponde al Congreso] Imponer contribuciones indirectas como facultad 

concurrente con las provincias. (…) Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación 

y las provincias, instituirá regímenes de coparticipación de estas contribuciones, garantizando 

la automaticidad en la remisión de los fondos. (…) La ley convenio tendrá como Cámara de 

origen el Senado y deberá ser sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los 

miembros de cada Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada y será 

aprobada por las provincias.» (resaltado añadido). 

Asimismo, es menester señalar que con la última reforma constitucional, por intermedio 

del artículo 129, se otorgó un régimen de autonomía especial a la ciudad autónoma de Buenos 

Aires (CABA). Dicha modificación suscitó distintos debates y fue puesto en crisis en numerosas 

ocasiones, resultando ello en sendos pronunciamientos por parte de la Corte Suprema de 

Justicia (CSJ), en torno al alcance de la autonomía porteña. De manera lacónica, entiendo 

pertinente remarcar la decisión que la mayoría adoptó en el caso «Gobierno de la Ciudad de 

Buenos Aires c/ Córdoba, provincia de s/ ejecución fiscal»[6]. 

El caso versa sobre un juicio ejecutivo iniciado por el Gobierno de la CABA a los efectos 

de perseguir el cobro de lo adeudado, en virtud del tratamiento realizado en nosocomios sitos 

en dicha jurisdicción, a favor de beneficiarios de la Provincia de Córdoba. La cuestión suscitó un 
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conflicto de competencia puesto que la Provincia de Córdoba, por intermedio de su Procurador 

del Tesoro, sostenía que la provincia no podía ser llevada a litigio frente a los Tribunales de la 

CABA. Argumentaba que solo cabía la posibilidad de que el pleito se desarrolle en instancia 

originaria ante la CSJ o bien, en el ámbito de la justicia cordobesa. 

Es entonces que surgió la pregunta: ¿Cuenta la CABA con la potestad de acudir en forma 

originaria a la CSJ o, por el contrario, esa posibilidad le es ajena por no ser una entidad autónoma 

preexistente al Estado Nacional? Es decir, surgía nuevamente el interrogante en torno al alcance 

de la autonomía de la ciudad. 

La CSJ decide alterar su doctrina (Fallos: 330:5279)[7] y terminar equiparando la 

autonomía de la CABA a la que gozan las provincias, al determinar que ella es una actora más 

en el diálogo federal (considerando Nº 12). Ello luego de realizar una compleja tarea 

hermenéutica, con fuerte énfasis en la historia del surgimiento de nuestro Estado Nacional, 

sobre las consecuencias de permitirle o no litigar en forma originaria ante la CSJ. «[Es] ciudad 

constitucional federada, porque integra de modo directo el sistema federal argentino 

conjuntamente con los restantes sujetos políticos que lo componen»[8]. 

La CSJ afirma que «la reforma constitucional de 1994 dota a la ciudad de autonomía de 

“legislación y jurisdicción”, y por esta vía, la incluye en el diálogo federal». Sostiene que la 

reforma constitucional de 1994 cambió radicalmente el régimen institucional de la ciudad de 

Buenos Aires. 

Consecuentemente, entiende que la única manera de armonizar las prerrogativas 

jurisdiccionales de las que gozan tanto las provincias como la CABA, es través de otorgarle a la 

parte actora dicha competencia puesto que, de lo contrario, se la obligaría a litigar ante 

tribunales provinciales, lo que podría tornar en un obstáculo al proceso de institucionalización 

de la ciudad para generar su autogobierno, en línea con el artículo 129 de la Constitución 

Nacional reformada en 1994. 

En ese orden de ideas, es importante comentar que, antes de la reforma constitucional 

de 1994, se dictó la Ley de Coparticipación Federal Nº 23548, en momentos en que la ciudad 

tenía un régimen bien diferente, por no contar con plena autonomía: 

La Ciudad de Buenos Aires era por entonces un apéndice del Estado Nacional, un 

“municipio federal” cuya jefatura directa correspondía al Poder Ejecutivo Nacional. Como 

consecuencia de ello, la ley 23.548 otorgaba al Presidente de la Nación la facultad de 

establecer por decreto el porcentaje -de la parte correspondiente a la Nación- que se destinaría 

a la entonces “Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires”[9] (resaltado añadido). 
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Desentrañado el alcance de la autonomía de la CABA por parte de la más reciente 

doctrina jurisprudencial de nuestra CSJ, y habiendo mencionado el bloque normativo que 

establece el modo en que se debe repartir la masa coparticipable entre las provincias y la CABA, 

producto de la recaudación de impuestos por parte del Estado Nacional, podemos iniciar el 

análisis pertinente en torno al Reglamento en cuestión. 

Según se observa en los considerandos del Reglamento bajo análisis, se advierte que es 

dictado por el Presidente de la Nación conforme las atribuciones otorgadas por el artículo 99 

incisos 1 y 2 de la Constitución Nacional. Ahora bien, cabe preguntarse: ¿qué naturaleza tiene 

entonces este reglamento? ¿es reglamentario de la Ley Nº 23548? ¿es autónomo? 

Recordemos que el inciso 2 del artículo 75 de la Constitución Nacional establece de 

forma clara e inequívoca que «La ley convenio [de Coparticipación Federal] (…) no podrá ser 

modificada unilateralmente ni reglamentada y será aprobada por las provincias» (resaltado 

añadido). Ante un rápido y breve razonamiento, debemos desechar la naturaleza reglamentaria 

de dicho Decreto, puesto que ello es contrario a la literalidad de nuestra Carga Magna. Debemos 

preguntarnos entonces si cabe la posibilidad de calificarlo como «Decreto autónomo». Veamos. 

«El decreto autónomo es la norma de alcance general que dicta el Poder Ejecutivo sobre 

materias que son de su exclusiva competencia de ordenación y regulación (esencial y 

complementaria) y que, por ende, excluye la intervención del Legislador»[10]. 

Numerosas son las críticas que han despertado en la doctrina esta categoría de 

Reglamentos, que intentan encontrar asilo en el inciso primero del artículo 99 de la Constitución 

Nacional, reformada en 1994. Ello bajo el paraguas de que el Presidente «Es el jefe supremo de 

la Nación, jefe del gobierno y responsable político de la administración general del país»[11]. 

Es innegable la significación de que el Presidente ostente dichas funciones y que ellas 

resultan ser de suma importancia, en función del diseño institucional que el Constituyente 

otorgó a nuestra Nación. Sin perjuicio de ello, el ejercicio de esas facultades por parte del Jefe 

del Poder Ejecutivo encuentra su límite en las previsiones de la Constitución Nacional. No creo 

que haga falta recordar —por tercera vez— el inciso segundo del artículo 75 de nuestra Carta 

Magna. 

También debe señalarse que el inciso tercero, del artículo citado, prevé que corresponde 

al Congreso: «Establecer y modificar asignaciones específicas de recursos coparticipables, por 

tiempo determinado, por ley especial aprobada por la mayoría absoluta de la totalidad de los 

miembros de cada Cámara». Encontramos allí más limitaciones (y orientaciones): que el sujeto 

que puede modificar asignaciones es i) El Congreso de la Nación, pudiendo hacerlo únicamente; 
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ii) por tiempo determinado, iii) a través de una ley especial y iv) aprobada con mayoría absoluta 

de la totalidad de los miembros de cada una de sus cámaras. 

Otro de los límites que encuentra el ejercicio de las facultades mencionadas por parte 

del Presidente de la Nación, en virtud del texto constitucional, son los pronunciamientos que la 

CSJ tuvo en casos análogos: 

En “Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de 

inconstitucionalidad” (Corte Suprema de Justicia de la Nación. 2015)[12] y en “San Luis, Provincia 

de c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de inconstitucionalidad y cobro de pesos” (Corte 

Suprema de Justicia de la Nación. 2015)[13], la Corte estableció que el Estado Nacional no puede 

reducir unilateralmente la cantidad de fondos coparticipables de las provincias (considerandos 

Nº 24 y 25 del primer fallo citado). Es decir, se precisa contar con una multilateralidad que se 

traduce en la aprobación de dichas modificaciones, por parte de todas las legislaturas locales 

del convenio alcanzado en base al diálogo y al consenso, sumando a ello el aval del Congreso 

Nacional. 

Además, comparto la interpretación de que la potestad que ostentaba el Poder Ejecutivo, 

para fijar por Decreto el porcentaje de coparticipación que le corresponde a la actual CABA (ex 

MCBA), ha quedado derogada de forma tácita luego de haber sido radicalmente modificada la 

naturaleza jurídica de dicha ciudad[14]. 

Así las cosas, me siento habilitado a afirmar que el Decreto Nº 735/2020 no es un 

Reglamento Autónomo ni Reglamentario; es inequívocamente de contenido y carácter 

legislativo[15]. En ese sentido, entiendo que el mismo es inválido según nuestro ordenamiento 

jurídico en términos sustanciales, puesto que no fue emitido por autoridad competente y 

tampoco siguió los aspectos formales que regulan la materia y que rigen en el ámbito de 

coparticipación federal de impuestos. Entiendo que para haberse adoptado una decisión de este 

calibre, debería haberse optado por alcanzar un consenso entre el Estado Nacional y las 24 

jurisdicciones que componen el Estado argentino, utilizando la figura de la «ley-convenio», 

debiendo haber llevado ese diálogo a los ámbitos deliberativos correspondientes. Ellos son, 

según la literalidad de la Constitución Nacional, los sujetos que pueden hacer modificaciones 

en ese sentido. 

La CABA es, desde 1994, un actor más en el diálogo federal y, como tal, debe velarse por 

su proceso de autonomía e institucionalización, además de que debe cumplirse con el mandato 

constitucional y ser incorporada a los debates que se tengan en torno al régimen de 

coparticipación federal de impuestos, para poder alcanzar un grado equivalente de desarrollo, 

calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional. 
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[3] Ibídem. 

[4] Art. 1 de la Constitución Nacional, 1994. 
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[15] Art. 99 inc. 3 de la Constitución Nacional: «(…) El Poder Ejecutivo no podrá en ningún 

caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo (…)». 
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